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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS


	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	06-13373-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fabio Evencio Rodríguez Bastos
	01-11-06
	NO EXISTEN RECURSOS CONTRA RESOLUCIONES FINALES EN COLEGIO DE ABOGADOS. 

-Aplicación del artículo 12 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados de Costa Rica.

-Código de Deberes Jurídicos, Morales y Eticos del Profesional en Derecho. 

Se niega la interposición de recursos de apelación y revisión contra la resolución final en los procedimientos administrativos que resuelve la fiscalía y la Junta Directiva del Colegio de Abogados. 



	06-13370-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Tricia Araya Anderson
	01-11-06
	OBLIGACION DE AFILIARSE A LA SOCIEDAD DE SEGUROS DE VIDA DEL MAGISTERIO NACIONAL.

-Artículos 496, 497, 498, 499, 500, 501, 502, 503, 504, 505, 506, 507, 508 del Código de Educación. 

Acusa que ha sido obligada afiliarse a la Sociedad de Seguros de Vida del Magisterio Nacional, en donde se le obliga a suscribir una póliza de muerte, para beneficio de terceros.



	06-13429-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Sonia Montero Díaz

Municipalidad de Montes de Oca
	02-11-06
	MUNICIPALIDADES DEBEN HACER AUDITORIAS DE SEGURIDAD VIAL, PARA USAR RECURSOS DE LA LEY 8114.

-Artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 33148-MOPT. Publicado en La Gaceta No. 100 del 25-05-2006,

Se impone un requisito de Auditorias de Seguridad Vial, para que las municipalidades pueden ejecutar proyectos financiados con los fondos de la ley No. 8114.

 

	06-13700-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Cabezas Villalobos
	08-11-06
	CCSS COBRA PARTE DE ANTEOJOS A LOS ASEGURADOS.

-Artículo 48 del Reglamento de Seguro de Salud. Aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en el artículo 36 de la sesión No. 7143 del 22-07-1997. 

La CCSS concederá, mediante un sistema de copago, anteojos a todos aquellos asegurados que así lo requieran. El monto a pagar por parte del asegurado lo establecerá anualmente la Junta Directiva. Se exceptúa a los asegurados por cuenta del Estado y los beneficiarios del Régimen No Contributivo.



	06-13862-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Cesar Hines Céspedes
	10-11-06
	EXCLUSION DE LA MATERIA DE EMPLEO PÚBLICO DE LA JURISDICCION CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA.

-Jurisprudencia de la Sala Primera que declina la competencia de los juzgados contenciosos administrativo y civiles de hacienda, para conocer de las demandas contra el Estado –en sentido lato-, cuando el objeto del proceso verse sobre la nulidad por ilegalidad de actos administrativos que tienen como efectos, el despido del funcionario público, aduciendo que corresponden a la jurisdicción de trabajo, resolver esos conflictos. 

-Artículo 3 del Código Procesal Contencioso Administrativo. Ley No. 8508 del 25/04/2006. 

Se excluye de la jurisdicción Contenciosa Administrativa, la materia de empleo público.



	06-13850-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Ronny Sandí Chavarría
	10-11-06
	SANCIONES A NOTARIOS

-Artículo 146 inciso a) del Código Notarial.

Se imponen sanciones de 3 meses a 10 años a notarios que autoricen actos o contratos que no haya presenciado o faciliten su protocolo a terceros, para la confección de documentos notariales. 



	06-13871-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Angie Andrea Arce Acuña
	13-11-06
	JURISPRUDENCIA SOBRE LEY DE IMPRENTA

-Jurisprudencia de la Sala Tercera con respecto a la interpretación que hacen del artículo 7 de la Ley de Imprenta No. 32 del 12-07-1902.

Señala el recurrente que la norma sólo sanciona la injuria y la calumnia, pero la Sala Tercera incluye la difamación, haciendo una interpretación ampliativa y extensiva de la norma.  



	06-14020-0007-CO

Consulta Legislativa


	Alberto Luis Salom Echeverría
	16-11-06
	CONSULTA DE CONSTITUCIONALIDAD DE LEY DE PRESUPUESTO

-Proyecto Ley N° 16356 Ley de Presupuesto para el año 2007.

Consultan la posibilidad de poder asignar recursos a un Ministerio que aún no ha sido creado, Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos, aparece identificado bajo el número rubro 1.1.1.1.215.000 Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos.



	06-14157-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Gómez Concepción
	17-11-06
	DESPIDO DE SERVIDORES PUBLICOS COMO SANCIÓN

- Artículos 12, 14, 43 y 190 Estatuto de Servicio Civil

- Artículo 63 Reglamento Estatuto Servicio Civil

- 140 y 146 Constitución Política

Alega el recurrente que la normativa impugnada permite el Presidente de la República y al Ministerio de Gobernación y Policía realizar un despido como sanción de un funcionario público sin que se le de el debido proceso constitucional.



	06-14210-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Gabriela Barrantes Elizondo
	20-11-06
	LIMITACIONES PARA PLANTEAR RECURSO DE CASACIÓN PENAL

- Artículo 451 bis párrafo segundo Código Procesal Penal.

Indica el recurrente que el artículo 451 bis del Código Procesal Penal restringe el recurso de casación en los casos en que se indica, lo cual resulta lesivo de las garantías constitucionales por no permitir la misma en casos de juicio de reenvío en los cuales es absuelto el imputado. 



	06-14239-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Pedro Ureña Bonilla

Instituto Costarricense del Deporte
	20-11-06
	NOMBRAMIENTO Y FUNCIONES DEL VICE-MINISTRO DE SALUD. 
-Acuerdo 001-P-2006, Publicado en la Gaceta Número 101, del 26 de mayo del 2006.

Deduce el recurrente que al Vice Ministro de Salud, señor Osvaldo Pandolfo Rímolo, le han asignado funciones propias e independientes del área de Deportes, que le corresponde al Ministerio de Cultura Juventud y Deportes.



	06-14351-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Estefanía Brenes Alfaro
	22-11-06
	SUSPENSION DEL PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA NOTARIOS, DURANTE LA TRAMITACION DEL PROCESO. 

- Artículo 164 párrafo segundo Código Notarial

Indica la recurrente que el Código Notarial no permite que corra el plazo de prescripción por responsabilidad disciplinaria mientras se tramita el proceso.



	06-14356-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Cabezas Villalobos
	22-11-06
	DISCRIMINACIÓN DE DONADORES DE SANGRE Y OTROS.

- Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 19933-S del 13 de setiembre de 1990.

Deduce el recurrente que el artículo impugnado es discriminatorio pues excluye personas como donantes de sangre a donadores con base en estereotipos como por sus preferencias homosexuales, adicciones y otros sin que exista una verdadera fundamentación sobre el caso y se les cataloga como donante de alto riesgo.



	06-14417-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	René Gacía Miranda

Secretario General Sindicato de Trabajadores de la Chiriquí Land Company
	23-11-06
	DERECHO DE PARTICIPACIÓN EN HUELGAS.

- Artículo 373 y 377 del Código de Trabajo

Manifiesta el recurrente que los artículos impugnados violan los derechos fundamentales de los trabajadores pues no se le permite una defensa adecuada para demostrar el tipo de participación en una huelga ilegal.



	06-14413-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Euclides Hernández Peñaranda
	23-11-06
	SUSPENSIÓN DE PROCESOS CIVILES POR PENDENCIA DE CAUSAS PENALES.

-Artículo 202 inciso s) del Código Procesal Civil

Manifiesta el recurrente que la normativa impugnada lesiona sus derechos constitucionales por suspenderle un proceso de régimen de visitas para su hijo, pues fue dolosamente denunciado por la progenitora del menor con el propósito de suspender la causa para la fijación de visitas.



	06-14466-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Arnoldo Segura Santiesteban
	24-11-06
	PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMO DE INDEMNIZACIONES POR EXPROPIACIÓN.

- Artículo 24 Ley de Caminos Públicos

- Artículo 63 Ley de Expropiaciones

 

Se establece como plazo de prescripción para hacer reclamos por expropiación del Estado un plazo de 1 a 10 años.

	06-14538-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José María Rojas Camacho
	27-11-06
	PENSION DEL MAGISTERIO NACIONAL POR SUCESIÓN 

- Artículo 69 párrafo primero Ley Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional

Establece que la pensión por sucesión no puede ser transferida a los padres del causante si le sobreviven hijos que la puedan requerir, el monto que puede recibir un hijo es de 30%, sin que se pueda otorgar el restante 70%.



	06-14537-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Moreno Gómez

Cámara Puntarenense de Pescadores
	27-11-06
	DELIMITACIÓN DE LINDEROS MARINOS DE PARQUES NACIONES Y ZONAS PROTEGIDAS

- Reserva Natural Absoluta Cabo Blanco, Ley No. 6794

- Parque Nacional Santa Rosa, Ley No. 6794

- Parque Nacional Corcovado, Ley No. 6794

- Reserva Biológica de Isla del Caño, Ley No. 6215

- Parque Nacional Isla del Coco, Ley No. 6794

- Adición al Parque Nacional Manuel Antonio, Ley No. 6794

- Parque Nacional Marino Ballena, Decreto Ejecutivo  No. 19441-MIRENEM

- Refugio Nacional de Vida Silvestre de Ostional, Ley No. 6919

- Parque Marino las Baulas, Decreto Ejecutivo No. 20518-MIRENEM y Ley No. 7524.

La normativa establece la delimitación de linderos marinos de los Parque Nacionales y zonas protegidas terrestres dentro del mar territorial  que se establecen por leyes y decretos sin estudios técnicos reduciendo el área de pesca de pobladores de la zona.



	06-14560-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Silvie Borukova
	27-11-06
	DISCRIMINACION POR NACIONALIDAD PARA RUTA DE CABOTAJE.

- Artículos 7 y 11 Ley de Cabotaje

Manifiesta el recurrente que la normativa impugnada no le permite ser concesionario de ruta de cabotaje por su condición de extranjero.



	06-14586-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jeannette Cortés García
	28-11-06
	JURISPRUDENCIA CIVIL SOBRE SUSPENSION DE CASOS

-Jurisprudencia del Tribunal Superior Civil de Heredia que impide suspender un proceso civil antes de que los autos estén listos para sentencia de primera instancia.



	06-14606-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Yolanda Salas Zamora
	28-11-06
	DESPIDO POR INCAPACIDADES 

-Artículo 46 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social.

-Artículos 30 y 34 del Reglamento de Seguro de Salud. Gaceta No. 25 del 5 de febrero de 1997.

-Artículo 80 del Código de Trabajo.

Despido por razones de salud. Se le niega la pensión y se le despide con responsabilidad patronal, después de 36 años de servicio, si pasa más de tres meses incapacitada.  



	06-14609-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	William Miranda Coto
	29-11-06
	JURISPRUDENCIA SOBRE INVASION EN ZONAS PROTEGIDAS.

-Jurisprudencia del Tribunal Superior de Casación Penal, interpretando el artículo 58 inciso a) de la Ley Forestal No. 7575. Se señalan las sentencias: 193-02, 751-02, 904-04.

El Tribunal de Casación ha interpretado que las áreas de protección descritas en el artículo 58 inciso a), no se refieren a las áreas protegidas que señala el artículo 32 de la Ley Orgánica del Ambiente, sino a las de los artículos 33 y 34 de la Ley Forestal. Indica que es delito cualquier uso que se le de a las áreas de protección, hasta el ejercicio de actos posesorios como la siembre, la reforestación y el realizar cualquier construcción.



	06-14671-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Dinarte Zúñiga
	29-11-06
	COBROS DE TASAS MUNICIPALES.

-Artículo 74 del Código Municipal, frases que dicen: “Se cobrarán tasas por los servicios de mantenimiento de parques, zonas verdes” y “tal suma se cobrará proporcionalmente entre los contribuyentes del distrito, según la medida lineal de frente de propiedad”. 

Acusa que se cobra más a los propietarios de casas esquineras, para mantenimiento de parques. 


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS


	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION
	PARTE DISPOSITIVA

	05-11626-0007-CO

Voto 2006-15949
	01-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Banco IMPROSA Sociedad Anónima, en contra del artículo 33 de la Ley General de Caminos Públicos número 5060 del 22 de agosto de 1972. Se rechaza de plano la acción.-



	06-11328-0007-CO

Voto 2006-15950
	01-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Corporación No Snow Pacífico Chirripó General Costa Rica Sociedad Anónima, en contra de los artículos 84 a 100 del Decreto Ejecutivo número 26771 del 18 de febrero de 1998. Se rechaza de plano la acción.-


	06-10650-0007-CO

Voto 2006-15951
	01-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Sociedad Garnier BBDO Sociedad Anónima, en contra de la jurisprudencia del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia. Se rechaza de plano la acción.-



	06-10914-0007-CO

Voto 2006-15952
	01-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Eduardo López Arroyo en contra de la jurisprudencia del Tribunal de Familia. Se rechaza de plano la acción.-



	06-08920-0007-CO

Voto 2006-15953
	01-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Campos Calderón en contra del párrafo tercero del artículo 352 del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.-



	06-09573-0007-CO

Voto 2006-15954
	01-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Empresa Hidroeléctrica Los Negros Sociedad Anónima, en contra del Informe número DFOE-PR-13-2006 emitido por la Contraloría General de la República. Se rechaza de plano la acción.-



	06-11288-0007-CO

Voto 2006-15955
	01-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Conflicto de Competencia. Alcalde Municipal de Pococí en lo referente al Órgano competente para la demolición de edificaciones construidas ilegalmente en el derecho de vía de una ruta nacional. Se rechaza de plano la gestión.-



	06-07250-0007-CO

Voto 2006-15957
	01-11-06
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal Penal de Juicio de Cartago en contra de la Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal. No ha lugar a evacuar la consulta.-

Los Magistrados Vargas y Armijo salvan el voto y evacuan la consulta en el sentido que es inconstitucional que los jueces y tribunales del orden común desapliquen la jurisprudencia constitucional vinculante.-



	06-11759-0007-CO

Voto 2006-15958
	01-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Walter Granados Torres, como Alcalde de Oreamuno, en contra del artículo 73 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-03310-0007-CO

Voto 2006-15959
	01-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gerardo Vega Arias en contra de la jurisprudencia civil sobre notificación al tercer poseedor –Jurisprudencia reiterada del Tribunal Primero Civil, Sección Segunda, de las 7:55 del 13 de noviembre de 2003. Se declara sin lugar la acción.-



	05-03108-0007-CO

Voto 2006-15960
	01-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Merino del Río, en representación del Partido Accesibilidad sin Exclusión, en contra del artículo 64 del Código Electoral. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula del inciso e.) del artículo 64 del Código Electoral, la frase que dice "Para inscribir partidos de carácter provincial, se necesitará un número de adhesiones equivalente al uno por ciento (1%) del número de electores inscritos en la respectiva provincia." Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de entrada en vigencia de la disposición que se anula, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe o de situaciones jurídicas consolidadas. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y al Tribunal Supremo de Elecciones. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	06-12756-0007-CO

Voto 2006-15961
	01-11-06
	A las quince horas con diez minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hugo Cruz Meneses en contra del artículo 177 de la Ley de Presupuesto Extraordinario de la República, número 6995 del 22 de julio de 1985. Se deniega el trámite a esta acción.-



	06-12193-0007-CO

Voto 2006-15945
	01-11-06
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al párrafo segundo del artículo 402 del Código de Trabajo. Estése a lo resuelto por este Tribunal en sentencia número 2006-15487, de las diecisiete horas ocho minutos del veinticinco de octubre del dos mil seis.-

Los Magistrados Solano y Vargas ponen nota.-



	06-12305-0007-CO

Voto 2006-15946
	01-11-06
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al párrafo segundo del inciso a) del artículo 402 del Código de Trabajo. Estése el juez consultante a lo resuelto por este Tribunal en sentencia número 2006-15487, de las diecisiete horas ocho minutos del veinticinco de octubre del dos mil seis.-

Los Magistrados Solano y Vargas ponen nota.-



	06-10780-0007-CO

Voto 2006-16030
	03-11-06
	A las nueve horas con treinta y tres minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Mauricio Chacón Jiménez en lo referente al artículo 154 del Código de Familia. Se evacua la consulta formulada por el Juez de Familia de Heredia, mediante la resolución de las 12:30 hrs. de 23 de agosto de 2006, en el sentido que el artículo 154 del Código de Familia no lesiona el Derecho de la Constitución. Notifíquese.-


	06-03799-0007-CO

Voto 2006-16266
	08-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elizabeth Tosi Vega y Sonia Ferrero Aymerich en contra de las Circulares 103-2005 y 35-2006 de la Presidencia de la Corte, Reglamento Interno de Carrera Judicial y el artículo 69 del Estatuto de Servicio Judicial. Se rechaza de plano la acción.-



	06-09520-0007-CO

Voto 2006-16267
	08-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodrigo Gutiérrez Schwanhauser en contra de las omisiones del Poder Ejecutivo con motivo de la negociación y firma del Tratado de Libre Comercio entre República Dominicana, Centroamérica y Estados Unidos de América, la interpretación y aplicación de los artículos 2 incisos A), B) y D) y artículo 6° de la Ley número 7638, “Ley de Creación del Ministerio de Comercio Exterior” y la interpretación y aplicación del artículo 3° de la Ley número 8056 del 21 de diciembre del 2000, “Ley para las Negociaciones Comerciales y la Administración de los Tratados de Libre Comercio, Acuerdos e Instrumentos de Comercio Exterior”. Se rechaza de plano la acción.-


	06-08868-0007-CO

Voto 2006-16268
	08-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara de Bancos e Instituciones Financieras de Costa Rica en contra del artículo 1° de la Ley número 4631 de 18 de agosto de 1970 y sus reformas y el Reglamento sobre la Distribución de Utilidades por la Venta de Bienes Adjudicados de la Superintendencia General de Entidades Financieras, y otra norma. Se rechaza de plano la acción.-



	06-11006-0007-CO

Voto 2006-16269
	08-11-06
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Paúl Ramos Gutiérrez en contra del artículo 19 del Reglamento de Fondo de Garantía y Jubilaciones del Banco Nacional de Costa Rica. Se rechaza de plano la acción.-



	06-06450-0007-CO

2006-16270
	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Agrícola Industrial Centroamericana Sociedad Anónima, en contra del acto subjetivo del Juez Tercero Civil de Mayor Cuantía de San José en aplicación del artículo 273 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción.-



	06-11396-0007-CO

Voto 2006-16271
	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ZORIONAK Sociedad Anónima, en contra de los artículos 7 y 10 de la Ley número 7837 y artículos 6, 15, 17, 19 y 23 del Decreto Ejecutivo número 30668-MAG. Se rechaza de plano la acción.-



	06-10218-0007-CO

Voto 2006-16272
	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Armen María Ruiz Hernández en contra del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, número 7654, del 19 de diciembre de 1996. Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-11749-0007-CO

Voto 2006-16273
	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra de los artículos 1 y 2 de la Ley de Creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda y la Función Pública. Se rechaza por el fondo la acción.-



	06-07828-0007-CO

Voto 2006-16274
	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Colegio de Microbiólogos y Químicos Clínicos de Costa Rica en contra del inciso d) del artículo 14 de la Ley número 771 de 25 de octubre de 1949 denominada “Ley Orgánica del Colegio de Microbiólogos”. Se declara sin lugar la acción.-
Los Magistrados Armijo, Molina y González salvan el voto y declaran con lugar la acción.-


	02-03566-0007-CO

Voto 2006-16275
	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Jiménez González en contra de los acuerdos dictados por la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario, artículo XXVII de la sesión número 086-01 del 19 de noviembre de 2001 y artículo XX de la sesión número 016-05 del 25 de febrero de 2002. Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.-



	04-12567-0007-CO.

Voto 2006-16276


	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco Machore Levy en contra del Reglamento de Aviación Agrícola. Se declara parcialmente con lugar la acción y se anula del artículo 75 del Reglamento para las Actividades de Aviación Agrícola, Decreto Ejecutivo No. 31520-MS-MAG-MOPT-MGSP de 16 de octubre de 2003,  en la parte que dispone: ““Dicha franja podrá ser reducida hasta un mínimo de 30 metros, si entre el campo a tratar y los sitios indicados, existen zonas de amortiguamiento reforestadas preferiblemente con especies nativas, siempre y cuando además se apliquen plaguicidas de moderada toxicidad a lo sumo, y la aplicación se realice bajo condiciones adecuadas de altura de vuelo, tamaño de la partícula, velocidad del viento que en conjunto permitan la reducción de la deriva y que la aeronave disponga de implementos adecuados para ese fin y que se vuele en forma paralela a la zona de amortiguamiento. En caso de que la aplicación se realice en forma perpendicular a dicha zona, deberá dejarse además una franja no menor de 40 metros dentro del cultivo, en la que no se podrán aplicar plaguicidas por avión para reducir el efecto del arrastre, pudiéndose aplicar el área respectiva con helicóptero u otro medio que asegure el control del arrastre. La franja de no aplicación de plaguicidas podrá omitirse en caso de vías o caminos internos de uso exclusivo para el cultivo que se va a tratar y en el tanto no existan viviendas ni se produjeren ninguno de los supuestos a que se refiere el párrafo primero del presente artículo.”. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de emisión del Decreto impugnado; quedan a salvo los derechos adquiridos de buena fe. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	06-07129-0007-CO

Voto 2006-16277
	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alimentos Jack’s de Centroamérica en contra de la resolución general número 24/95 de la Dirección General de Tributación Directa. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan del ordenamiento jurídico los incisos a), b) y c) del artículo 1° y los artículos 4 y 6 de la resolución general número 24/95 de la Dirección General de Tributación Directa. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese esta sentencia a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Notifíquese.-



	05-15971-0007-CO

Voto 2006-16278
	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Concejo Municipal de Cóbano y otro en contra de la sentencia 06-10395 de las 19:18 horas del 19 de julio de 2006. No ha lugar a la gestión formulada.-


	06-07805-0007-CO

Voto 2006-16279
	08-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Corporación Megasúper Sociedad Anónima, en contra de la Ley para la Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor. No ha lugar a la gestión formulada.-



	06-08037-0007-CO

Voto 2006-16282


	08-11-06
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Ángel Paniagua Sáenz en contra del artículo 36 bis de la Ley número 7969. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 06-006573-0007-CO se tramita ante esta Sala y téngase como ampliación de la misma.-



	03-08459-0007-CO

Voto 06-16836


	21-11-06
	A las diecisiete horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Manuel Echandi Meza contra los artículos 9, 49, 53 y 77 de la Convención Colectiva de JAPDEVA. Se corrige el error material contenido en el por tanto de la sentencia 2006-06730 de las catorce horas cuarenta y cinco minutos del diecisiete de mayo de dos mil seis, en el sentido de que la frase “En casos excepcionales a juicio de JAPDEVA, este plazo de (10) DIEZ AÑOS podrá reducirse.”, se encuentra contenida en el párrafo 3° del artículo 77 de la Convención Colectiva de JAPDEVA y no en el 7 como erróneamente se consignó.  Notifíquese.-Los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta ponen nota.-



	03-11707-0007-CO.

Voto 2006-16837


	21-11-06
	A las diecisiete horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Suministros de Integración S.A. y otros contra la Asociación de Distribuidores Peddlers de Costa Rica y otros. No ha lugar a la gestión formulada.-

	99-00284-0007-CO. 

Voto 2006-16838

	21-11-06
	A las diecisiete horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Otto Guevara Guth contra las Transferencias a entes privados contenidas en la Ley No.7853 de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico de 1999. No ha lugar a la gestión formulada.-



	06-13034-0007-CO

Voto 2006-17113
	28-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Consulta Legislativa. Defensoría de los Habitantes sobre Proyecto de “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2007”.
Se evacua la consulta facultativa de constitucionalidad del Proyecto de “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2007”, en el sentido de que es inconstitucional por el fondo, el no incluir la totalidad de las sumas dispuestas por el legislador ordinario en el artículo 9º de la Ley Nº 6914 a favor del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, omisión que viola los principios y derechos fundamentales derivados de los artículos 50, 51 y 74 de nuestra Constitución Política. Por su parte, el programa 35 “Delegados Presidenciales”, no es inconstitucional, en cuanto las funciones, actividades y fondos asignados a los Delegados Presidenciales se realicen en coordinación con las municipalidades y con respeto a su autonomía específica. Notifíquese a la Defensoría de los Habitantes, a los diputados consultantes y a la Presidencia de la Asamblea Legislativa.- Notifíquese.-


Los Magistrados Solano y Cruz ponen nota en relación con la consulta del Defensor de los Habitantes.


La Magistrada Calzada salva el voto y evacua la consulta en el sentido de que no resulta inconstitucional el proyecto de ley de presupuesto ordinario y extraordinario de la República para el ejercicio económico 2007, en tanto no dispuso la totalidad de las sumas dispuestas por el legislador ordinario en el artículo 9 de la Ley número 6914, a favor de FODESAF.  


La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz consideran que es inconstitucional dicho proyecto al contemplar el financiamiento del programa de 35 delegados presidenciales por violentar los artículos 169, 170 y el principio de razonabilidad y proporcionalidad contenidos en la Constitución Política.-


	06-12620-0007-CO

Voto 2006-17118
	28-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edgar Alberto Guardiola Aguirre contra el Artículo 31, párrafo final, del Código de Familia. Se rechaza de plano la acción.-



	06-08925-0007-CO

Voto 2006-17119
	28-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Grace Robinson Arias contra el Artículos 44 incisos a), b 1.2.3. y c) de la Ley Constitutiva de la C.C.S.S. y 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Se rechaza de plano la acción.-



	06-12433-0007-CO

Voto 2006-17120
	28-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Máximo Rojas López contra el Artículo 98 bis del Código de Familia. Se rechaza de plano la acción.-


	06-11651-0007-CO

Voto 2006-17121
	28-11-06
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yanela De La Cruz Figueroa contra el Artículo 1 del Reglamento de la Junta Directiva del Patronato Nacional de la Infancia de 1990. Se rechaza de plano la acción.-


	06-13850-0007-CO

Voto 2006-17122
	28-11-06
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. José Ronny Sandí Chavarría contra el Artículo 146 inciso a) del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-


	06-12618-0007-CO

Voto 2006-17123
	28-11-06
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Ana María Corea Figueroa contra el artículo 70 de la Ley del Sistema Bancario Nacional, y otros. Estése la accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2006-13324 de las 17:27 horas del 6 de setiembre del 2006.-



	06-13079-0007-CO

Voto 2006-17124
	28-1106
	A las quince horas con dos minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Contravencional de Pérez Zeledón. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	06-12766-0007-CO

Voto 2006-17125
	28-11-06
	A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Johnny Carvajal Esquivel contra el Artículo 5 y transitorios 5,6 y 7 del “Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte” de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-



	05-16376-0007-CO

Voto 2006-17126
	28-11-06
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Roberto Soto Vega contra los Artículos 19 inciso b) y 34 de la Ley Forestal. Se declara sin lugar la acción.

El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso.-



	06-10134-0007-CO

Voto 2006-17112


	28-11-06
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia sobre Artículo 408 inciso g) del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta en el sentido de que no existe un derecho al proceso abreviado como parte del debido proceso.-



	03-09633-0007-CO.

Voto 2006-17436
	29-11-06
	A las diecinueve  horas con treinta y cuatro minutos. Acción de inconstitucionalidad. Presidente Ejecutivo Del Instituto Nacional De Seguros, Carlos Herrera Calvo, Carlos Salazar Ramírez, Federico Malavassi Calvo, Peter Guevara Guth, Ronaldo Alfaro García contra la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. No ha lugar a las gestiones formuladas.-
En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro.-



	03-012026-0007-CO

Voto 2006-17437
	29-11-06
	A las diecinueve  horas con treinta y cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Joyce Zürcher Blen contra los Artículos 17, 25, 26, 27, 33, 161, 219 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros  la totalidad de los artículos 17 y 25. Asimismo, del artículo 161 el epígrafe iv del inciso a), el epígrafe v del inciso b) y la totalidad del inciso c) en cuanto exceden el parámetro de veinte años que esta Sala ha estimado razonable como tope por concepto de cesantía y por permitirse el pago aun en los casos de despido con justa causa. De igual forma, se anula el inciso a) del artículo 27 y la frase del inciso l de dicho artículo que señala: Si la resolución judicial no fuere condenatoria para el trabajador, el Instituto le pagará los salarios caídos correspondientes. En cuanto a lo dispuesto en el artículo 26 y el inciso i) del artículo 27, estése la accionante a lo resuelto en la sentencia 7261-2006 de las 14:45 horas del 23 de mayo de 2006.  Finalmente, el artículo 219 no resulta inconstitucional siempre que se interprete conforme al Derecho de la Constitución, que el gasto de la institución en este rubro no puede ser excesivo según lo determinen los órganos de control. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Instituto Nacional de Seguros. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas.-

En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro.-



	04-000777-0007-CO

Voto 2006-17438
	29-11-06
	A las diecinueve  horas con treinta y seis minutos. Acción de inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo contra los Artículos 21, 26 incisos a), b), c), d) y e), 31, 66 y 79 de la Convención Colectiva del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan los artículos 45 y 79, así como los incisos a, b y c del artículo 26 de la Convención Colectiva del Banco Popular y Desarrollo Comunal. En cuanto al inciso g) del artículo 31 de dicha Convención, se interpreta que no es inconstitucional siempre que se entienda que el concepto otros casos debe utilizarse en forma restrictiva y ante situaciones excepcionales que requieran la ausencia del trabajador. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas.-

En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro.-



	04-003044-0007-CO

Voto 2006-17439


	29-11-06
	A las diecinueve  horas con treinta y siete minutos. Acción de inconstitucionalidad. Carlos Salazar Ramírez, Federico Malavassi Calvo, Peter Guevara Guth y Ronaldo Alfaro García contra los Artículos 12, 21, 119, 123, 134, 139, 141, 142 y 144 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Tecnológico de Costa Rica. Se declara sin lugar la acción.- 

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas.-

En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro.-



	04-001740-0007-CO

Voto 2006-17440


	29-11-06
	A las diecinueve  horas con treinta y ocho minutos. Acción de inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo, y otros contra los Artículos 16, 17, 36, 38, 40, 42, 44, 45, 46, 48, 60, 61, 77 y 80 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de la Producción. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula la totalidad del artículo 47 y la frase “un mínimo de” contenida en el artículo 36 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Consejo Nacional de Producción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas.-

En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro.-



	03-10363-0007-CO.

Voto 2006-17441


	29-11-06
	A las diecinueve  horas con treinta y nueve minutos. Acción de inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo, y otros contra los Artículos 10, 11, 29, 31, 32, 33, 37, incisos a) y b), 76, 78, 92, 98, 99, 100, 102, 108, 123, 125, 126 y 127 incisos b) y c) de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan de la Convención Colectiva de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz los artículos 108 y 123. Asimismo del artículo 10 se anula el párrafo que dice: “Los hijos de los empleados que fallezcan, de los que se acojan a la pensión, tendrán preferencia sobre otros candidatos en igualdad de condiciones, excepto en cuanto a la edad que se refiere, cuando éstos sean los mayores de familia y tengan como mínimo 16 años ajustándose a las disposiciones del Artículo 91 del Código de Trabajo, cuando se trate de jornadas de ocho horas. Igualmente tendrán ese mismo derecho los parientes de los trabajadores que hayan laborado como mínimo diez años para la Compañía, siempre que no haya otro pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad; además que sea en distintas dependencias”. En cuanto al artículo 92, esténse los accionantes a lo resuelto mediante sentencia 6728-2006 de las 14:43 horas del 17 de mayo de 2006. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas.-

En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS


	EXPEDIENTE
	RECURRENTE, NORMA IMPUGNADA Y NUMEROS DE BOLETINES
	TEMA

	06-013174-0007-CO
	Acción de Inconstitucionalidad. Patricia Zamora Castro contra el inciso b) del artículo 19 de la Ley número 8285 del 30 de mayo del 2002. Boletines Judiciales No. 220, 221 y 222 del 16, 17 y 20 de noviembre del 2006 respectivamente.
	LIMITACIONES PARA SER PARTE DE JUNTA DIRECTIVA DE CONARROZ. ANTECEDENTE PENAL.

Alega la recurrente que la norma impone una limitación para formar parte de una Junta Directiva en razón de tener un antecedente penal, lo cual se convierte en una especie de “pena perpetua” que lesiona el principio de igualdad en relación con los parámetros constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad así como los artículos 40 y 42 constitucionales que proscriben la imposición de penas perpetuas y el derecho de no ser juzgado dos veces por un mismo hecho.  




	  4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS


	EXPEDIENTE Y VOTO


	TEMA Y PUBLICACION

	05-007320-0007-CO
Voto Nº 2006-012018
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Mario Granados Barzuna, contra la norma sexagésima tercera de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República, Fiscal por programas para el ejercicio fiscal del año mil novecientos sesenta y nueve, publicada en el alcance 135 a la Gaceta número 246 del veintisiete de diciembre de mil novecientos sesenta y ocho.  Boletín Judicial No. 211 del 03 de noviembre del 2006.

	03-013296-0007-CO

Voto Nº 2003-06304
	Consulta Judicial Facultativa formulada por el Juzgado de Familia de Liberia, mediante resolución de las siete horas quince minutos del tres de diciembre del dos mil dos, dictada en el expediente número 02-400390-385-FA, que es proceso de adopción internacional seguido por Eliécer Gutiérrez Haddad y Melissa Carolina Martínez Mendoza en relación con la constitucionalidad del artículo 109 inciso c) del Código de Familia.  Boletín Judicial No. 211 del 03 de noviembre del 2006.    

	04-003682-0007-CO

Voto Nº 2004-014253
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Federico Malavassi Calvo contra el artículo 88, inciso 3 del Reglamento Interno de la Asamblea Legislativa. Boletín Judicial No. 212 del 06 de noviembre del 2006.    

	03-009092-0007-CO

Voto Nº 2004-08475
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Ricardo Otárola Pacheco contra el Transitorio V de la Ley de Contingencia Fiscal, número 8343 del dieciséis de diciembre del año 2002. Boletín Judicial No. 212 del 06 de noviembre del 2006.    

	03-012381-0007-CO

Voto Nº 2004-014254
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por José Manuel Echando Mora contra el artículo 5 de la Ley número 1981, del nueve de noviembre de mil novecientos cincuenta y cinco, llamada Ley de pago de aguinaldo a servidores de instituciones autónomas, semiautónomas y municipalidades. Boletín Judicial No. 212 del 06 de noviembre del 2006.   

	02-0006939-0007-CO

Voto Nº 2006-011560
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Luis Eduardo Ortiz Meseguer contra el Decreto Ejecutivo Nº 13317-T del 2 de febrero de 1972. Boletín Judicial No. 214 del 08 de noviembre del 2006.   

	04-0008927-0007-CO

Voto Nº 2005-014297
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Miguel Roberto Suárez Niño contra el artículo 9 inciso d del Decreto Ejecutivo Nº 3414-T del 3 de diciembre de 1973 y sus reformas que es el “Reglamento Interior General del Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos”, así como por conexidad los artículos 1 y 3 del “Reglamento para determinar inopia profesional para los efectos de miembro temporal o incorporación de extranjeros al Colegio Federado de Ingenieros y de Arquitectos de Costa Rica. Boletín Judicial No. 214 del 08 de noviembre del 2006.   

	04-005443-0007-CO

Voto Nº 2005-06867
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Francisco Gómez Ross contra el artículo 41 del Reglamento Interino del Servicio Postal publicado en el Diario Oficial La Gaceta  Nº 246 del 18 de diciembre de 1998. Boletín Judicial No. 214 del 08 de noviembre del 2006.   

	05-005400-0007-CO

Voto Nº 2006-012017
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Alberto Pérez Badilla y otros funcionarios de de la Dirección de Inteligencia y Seguridad Nacional contra el artículo 85 de la Ley de Policía. Boletín Judicial No. 220 del 16 de noviembre del 2006.   

	06-001792-0007-CO

Voto Nº 2006-013928
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Ana Lorena Brenes Esquivel contra la Norma 18 del artículo 7 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico 2006, número 8490 de 15 de diciembre del 2005. Boletín Judicial No. 225 del 23 de noviembre del 2006.   

	99-002020-0007-CO

Voto Nº 2002-04459
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Olman Jimenez Castillo contra el Decreto número 25514-H publicado en La Gaceta número 197 del quince de octubre de mil novecientos noventa y seis, los artículos 71 a 80 de la Ley de Impuesto sobre la Renta, número 7092 de veintiuno de abril de mil novecientos noventa y ocho y sus reformas, y 27 a 35 de la Ley de Impuesto General sobre las Ventas número 6826 del ocho de noviembre de mil novecientos ochenta y dos y sus reformas. Boletín Judicial No. 225 del 23 de noviembre del 2006.

	96-003553-0007-CO

Voto Nº 1997-04713
	Acciones de Inconstitucionalidad acumuladas (Expedientes números 3553-M-96 y 397-M-96) interpuestas respectivamente por Juan Luis Vargas Alfaro y German Víquez Zamora contra el artículo 32 inciso 32 inciso f) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Boletín Judicial No. 225 del 23 de noviembre del 2006. 

	99-008998-0007-CO

Voto Nº 2001-02655
	Consulta Judicial Facultativa del Tribunal Segundo Civil, Sección Primera, ordenada mediante resolución de las nueve horas cincuenta minutos del diez de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, dictada dentro del expediente N 96-000583-183-CI, que es juicio ordinario de “Agencia Arias Hermanos, Sociedad Anónima” contra “Productos Roche Interamericana, Sociedad Anónima” . Boletín Judicial No. 230 del 30 de noviembre del 2006.

	99-008998-0007-CO

Voto Nº 2000-010352
	Consulta Judicial Facultativa del Tribunal Segundo Civil, Sección Primera, ordenada mediante resolución de las nueve horas cincuenta minutos del diez de noviembre de mil novecientos noventa y nueve, dictada dentro del expediente N 96-000583-183-CI, que es juicio ordinario de “Agencia Arias Hermanos, Sociedad Anónima” contra “Productos Roche Interamericana, Sociedad Anónima” . Boletín Judicial No. 230 del 30 de noviembre del 2006.

	99-002927-0007-CO

Voto Nº 2003-001903
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Alfredo Madriz Araya y Sonia Alvarez González contra el artículo 9 inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los siguientes acuerdos de Corte Plena: artículo XXXIX, de la sesión número 44-91, del once de julio de 1991; artículo LVI, de la sesión del cuatro de noviembre de mil novecientos noventa y uno; y artículo IX, de la sesión número 36-97, del tres de noviembre de mil novecientos noventa y siete; el artículo LXXX, de la sesión del cincote mayo de mil novecientos noventa y cuatro, del Consejo Superior del Poder Judicial, y el artículo LXXXVIII, de la sesión del nueve de octubre de mil novecientos noventa y siete del Consejo Superior del Poder Judicial.  Boletín Judicial No. 230 del 30 de noviembre del 2006.

	99-002927-0007-CO

Voto Nº 2001-05012
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Alfredo Madriz Araya y Sonia Alvarez González contra el artículo 9 inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los siguientes acuerdos de Corte Plena: artículo XXXIX, de la sesión número 44-91, del once de julio de 1991; artículo LVI, de la sesión del cuatro de noviembre de mil novecientos noventa y uno; y artículo IX, de la sesión número 36-97, del tres de noviembre de mil novecientos noventa y siete; el artículo LXXX, de la sesión del cincote mayo de mil novecientos noventa y cuatro, del Consejo Superior del Poder Judicial, y el artículo LXXXVIII, de la sesión del nueve de octubre de mil novecientos noventa y siete del Consejo Superior del Poder Judicial.  Boletín Judicial No. 230 del 30 de noviembre del 2006.

	99-003942-0007-CO

Voto Nº 2005-06910
	Acción de Inconstitucionalidad promovida por Luis Fernando Vargas Benavides contra los artículos 11, párrafo quinto de la Ley número 7012 del cuatro de noviembre de mil novecientos ochenta y cinco (Ley de Creación del Depósito Libre Comercial de Golfito); 2, 4 inciso j) y 8 inciso a) de la Ley número 7755 del veintitrés de febrero de mil novecientos noventa y ocho (Control de las partidas específicas con cargo al Presupuesto Nacional); 9 inciso 141 de la Ley de Presupuesto Ordinario número 6700; 35 de la Ley de Presupuesto Extraordinario número 6963; 31 y 99 de la Ley de Presupuesto Extraordinario número 6975; 51 y 57 de la Ley de Presupuesto número 6982; 28 y 61 de la Ley de Presupuesto Extraordinario número 6995; 39 incisos 11 y 25 de la Ley de Presupuesto Extraordinario número 7040; 21, 67, 71 y 78 de la Ley de Presupuesto Extraordinario número 7055; 22 de la Ley de Presupuesto Extraordinario número 7083; 13 incisos 1 y 43 de la Ley de Presupuesto Extraordinario 7108; 20 de la Ley de Presupuesto Extraordinario número 7449. Boletín Judicial No. 230 del 30 de noviembre del 2006.     
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AMBIENTE 

17126-06. CORTA DE ÁRBOLES PARA PROYECTO HIDROELÉCTRICO. Acción de Inconstitucionalidad contra los Artículos 19 inciso b) y 34 de la Ley Forestal. Aprobación para la corta de 7.000 árboles de Sixaola a Limón a favor del ICE, para proyecto hidroeléctrico MOIN - CAHUITA, lo que genera mucho daño al ambiente, porque se encuentra en zonas protegidas y se están cortando árboles en  peligro de extinción.  Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL

16794. CAMPOS ELÉCTRICOS Y MAGNÉTICOS. Indica que el Instituto recurrido hace años dio inicio a la construcción de un proyecto denominado SIEPAC (Línea de Transmisión Miravalles-Liberia), comenzando en el Proyecto Geotérmico Miravalles y concluyendo en la Subestación  ubicada en Barrio La Cruz de Guanacaste, con una longitud de 32,8 kilómetros. El trayecto de dicho proyecto incluye tanto el terreno donde se ubica su finca, como las comunidades de Liberia, Guanacaste, Barrio La Victoria, donde las líneas de alta tensión pasarán a solo unos metros de las casas, en las cuales habitan niños y adultos, existen escuelas, iglesias y toda la infraestructura propia de una comunidad. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad, que de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia informe ampliamente a las comunidades respectivas sobre las investigaciones y pronunciamientos científicos más relevantes que a nivel internacional se realicen sobre los campos eléctricos y magnéticos y su relación con la salud humana. CL
16609. TITULACIÓN DE TIERRAS SIN ESTUDIO HÍDRICO. Alega el recurrente que el IDA está titulando tierras sin el debido estudio hídrico lo que causa un menoscabo al ambiente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo de Agrario, suspender de inmediato la titulación de propiedades ubicadas en los cerros de Tarrazú hasta que finalicen los estudios correspondientes para decidir si se declara zona protegida por alguno de los regímenes que dispone el ordenamiento jurídico. CL

16599. CONTAMINACIÓN DE CANAL DE RIEGO. Señala el recurrente que por varias comunidades de La Guácima de Alajuela pasa un canal de riego que se encuentra contaminado y las autoridades no resuelven afectando el ambiente y la salud.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la Municipalidad de Alajuela. Se ordena al Alcalde de Alajuela, que en el término improrrogable de un mes, contado a partir de la notificación de esta resolución, gire las instrucciones y realice todas las gestiones necesarias a fin de solucionar el problema de contaminación que originó este amparo, sin interrumpir el suministro de agua de riego a favor de la Sociedad de Usuarios de Agua de Santiago Oeste. CL

16628. SUSPENSIÓN DE FESTEJOS POPULARES DE ZAPOTE. Alega el recurrente que es vecino de Curridabat y desde que nació ha tenido que escuchar, y observar la realización de los denominados festejos populares o festejos de Zapote, realizados en la zona fronteriza entre las provincias de San José y Curridabat, en el denominado campo ferial. Indica además que dichas fiestas deben realizarse en un lugar idóneo y apto para ello, sin perjudicar los derechos fundamentales de los vecinos aledaños. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Curridabat, a la Presidenta de la Comisión de Festejos Populares Curridabat 2006-2007, a la Alcaldesa de la Municipalidad de San José, y al Presidente de la Comisión de Festejos Populares de San José 2006-2007, suspender la realización de los Festejos Populares San José 2006-2007 y Curridabat 2006-2007, en el campo ferial de Zapote-Curridabat. CL

16384. TUBERÍA COLOCADA AL MARGEN DE UN RÍO. Alegan los recurrentes que la Municipalidad afecta el ambiente con la colocación de una tubería por el margen de un río. Es claro que existen elementos artificiales dentro del contexto natural de la quebrada; sin embargo, también la Sala ha tenido por demostrado, que la instalación de la tubería es parte de una obra de desarrollo para en bien de la comunidad pues consiste en trasladar agua para el acueducto de la comunidad, por lo que no se considera que constituya un grave distorsión al entorno. SL

16276-06. FUMIGACION AEREA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Reglamento de Aviación Agrícola. Alega el accionante que el Decreto impugnado redujo las distancias a guardar para la fumigación área, lo cual pone en peligro la vida, la salud de las personas, y daña el medio ambiente.  Se declara parcialmente con lugar la acción y se anula del artículo 75 del Reglamento para las Actividades de Aviación Agrícola, Decreto Ejecutivo No. 31520-MS-MAG-MOPT-MGSP de 16 de octubre de 2003,  en la parte que dispone: ““Dicha franja podrá ser reducida hasta un mínimo de 30 metros, si entre el campo a tratar y los sitios indicados, existen zonas de amortiguamiento reforestadas preferiblemente con especies nativas, siempre y cuando además se apliquen plaguicidas de moderada toxicidad a lo sumo, y la aplicación se realice bajo condiciones adecuadas de altura de vuelo, tamaño de la partícula, velocidad del viento que en conjunto permitan la reducción de la deriva y que la aeronave disponga de implementos adecuados para ese fin y que se vuele en forma paralela a la zona de amortiguamiento. En caso de que la aplicación se realice en forma perpendicular a dicha zona, deberá dejarse además una franja no menor de 40 metros dentro del cultivo, en la que no se podrán aplicar plaguicidas por avión para reducir el efecto del arrastre, pudiéndose aplicar el área respectiva con helicóptero u otro medio que asegure el control del arrastre. La franja de no aplicación de plaguicidas podrá omitirse en caso de vías o caminos internos de uso exclusivo para el cultivo que se va a tratar y en el tanto no existan viviendas ni se produjeren ninguno de los supuestos a que se refiere el párrafo primero del presente artículo.”. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de emisión del Decreto impugnado; quedan a salvo los derechos adquiridos de buena fe. CL Parcial
16265-06. REPARACION DE DIQUES Y DRAGADO EN RIO BANANITO. Alega el recurrente que la compañía Standard Fruit Company reparó diques y dragó el río Bananito, en la Finca Bananera La Paz, sin contar con permisos. Las obras alteraron el cauce y provocan inundaciones río abajo. A pesar de las denuncias interpuestas, los recurridos no han actuado. Se declara sin lugar el recurso con las advertencias expuestas en la parte considerativa de la sentencia. Notifíquese a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental. SL
16035-06. PROBLEMAS DE CANALIZACION DE RIO AGUA CALIENTE EN OROSI. Alega el recurrente que los vecinos de Puente Negro de Orosi solicitaron a la Comisión Nacional de Vialidad la canalización del Río Agua Caliente, pero además de que no han recibido respuesta, tampoco se ha ejercido acciones tendientes a solucionar el problema que podría derivar de la estación lluviosa. Solicita el recurrente que se les de respuesta y se ordene tomar las previsiones del caso para evitar una tragedia. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra del Consejo Nacional de Vialidad y de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad o a quien ocupe su cargo, inspeccionar y ejecutar las obras que resultaren necesarias para mitigar la erosión del río Aguas Calientes en relación con la ruta nacional #224, en el plazo de tres meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. Asimismo, se ordena al Director Ejecutivo de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, disponer, de inmediato, lo necesario para que se actualice el estudio DPM-INF-572-2004, valorando el estado actual de los riesgos detectados en el 2004 e instruyendo a quien corresponda su solución, si fuera procedente. En lo demás, se declara sin lugar el amparo. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
17113-06. LEY DE PRESUPUESTO DEL 2007. Consulta Legislativa de la Defensoría de los Habitantes sobre Proyecto de “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2007”.
Se evacua la consulta facultativa de constitucionalidad del Proyecto de “Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el ejercicio económico 2007”, en el sentido de que es inconstitucional por el fondo, el no incluir la totalidad de las sumas dispuestas por el legislador ordinario en el artículo 9º de la Ley Nº 6914 a favor del Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, omisión que viola los principios y derechos fundamentales derivados de los artículos 50, 51 y 74 de nuestra Constitución Política. Por su parte, el programa 35 “Delegados Presidenciales”, no es inconstitucional, en cuanto las funciones, actividades y fondos asignados a los Delegados Presidenciales se realicen en coordinación con las municipalidades y con respeto a su autonomía específica.
Los Magistrados Solano y Cruz ponen nota en relación con la consulta del Defensor de los Habitantes. 
La Magistrada Calzada salva el voto y evacua la consulta en el sentido de que no resulta inconstitucional el proyecto de ley de presupuesto ordinario y extraordinario de la República para el ejercicio económico 2007, en tanto no dispuso la totalidad de las sumas dispuestas por el legislador ordinario en el artículo 9 de la Ley número 6914, a favor de FODESAF. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz consideran que es inconstitucional dicho proyecto al contemplar el financiamiento del programa de 35 delegados presidenciales por violentar los artículos 169, 170 y el principio de razonabilidad y proporcionalidad contenidos en la Constitución Política. Evacuada
BANCARIO 
16643. NEGATIVA EN APERTURA DE CUENTA DE AHORROS. Alega el recurrente que el Banco de Costa Rica no le abre cuenta de ahorros para recibir depósitos de patrono. Esto constituye una actividad normal del giro bancario, regulado por las disposiciones del derecho privado y del derecho mercantil que, en principio, no es revisable en la vía sumaria o sumarísima del amparo. SL

COLEGIOS PROFESIONALES
16639. REFORMA EN PERJUICIO. Alega el recurrente que se tramitó procedimiento administrativo en su contra, con el fin de suspenderle en el ejercicio liberal de la profesión de abogado. En dicho procedimiento se violentó el debido proceso, pues no se le realizó una intimación clara y razonable que le permitiera realizar una defensa técnica apropiada y además que garantizara una correlación entre acusación y sentencia. Además alega violación al principio de razonabilidad y proporcionalidad de la norma, reforma en perjuicio y falta de tipicidad, al principio non bis in idem, seguridad jurídica y derecho al trabajo.Se declara parcialmente con lugar el recurso, por violación al principio de No Reforma en Perjuicio. En consecuencia, se anula la resolución de la Junta Directiva del Colegio de Abogados, constituida en Consejo de Disciplina, tomada durante las sesiones ordinarias número 10-2006, celebrada el 20 de marzo del 2006, acuerdo 2006-10-091, y en la sesión 15-2006, del 3 de mayo del 2006, acuerdo 2006-15-35, en cuanto modificó y aumentó el período de la sanción impuesta originalmente al recurrente Juan Vicente Durán Víquez, quedando el mismo en consecuencia en tres años y dos meses, según se indicó originalmente mediante acuerdo 9.31 tomado durante la sesión de la Junta Directiva recurrida 03-2006. Parcial CL

16274-06. REMUNERACION DE TESORERO DEL COLEGIO DE MICROBIOLOGOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del inciso d) del artículo 14 de la Ley número 771 de 25 de octubre de 1949 denominada “Ley Orgánica del Colegio de Microbiólogos”. La norma se impugna en cuanto establece que le corresponderá al tesorero de la Junta Directiva del Colegio, el 5% de los dineros que ingresen en la Caja del Colegio, en tanto desempeñe su cargo. Considera el accionante que la norma crea una discriminación arbitraria en relación con los demás miembros de la Junta Directiva, que también tienen a su cargo funciones que demandan trabajo; y además, estiman que es irrazonable en virtud de que lo que se encomienda al tesorero, en la actualidad lo realiza la organización administrativa, que se encarga de la custodia, contabilidad y control de fondos, correspondiéndole a los auditores que se contratan a tal efecto, el auditar el funcionamiento de ese aparato administrativo. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo, Molina y González salvan el voto y declaran con lugar la acción. SL
CONTRALORÍA
15958-06. POTESTAD DISCIPLINARIA DE LA CONTRALORIA CONTRA FUNCIONARIOS MUNICIPALES DE ELECCION POPULAR. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 73 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Alega el accionante que la norma impugnada establece la facultad de ese órgano contralor de ordenar y recomendar la anulación de la credencial de los alcaldes municipales, sin atender que ello excede el ámbito de su competencia en razón de que es un puesto de elección popular. Agrega que el control que ejerce este órgano es de legalidad de la Administración Financiera, excluyéndose todo control de la oportunidad y conveniencia. Por último, alega que esta resolución desconoce la propia jurisprudencia administrativa del órgano contralor, que ha reconocido que el jerarca lo es el Concejo. Sobre la competencia constitucional de la Contraloría se citan las sentencias 2398-91, 0660-92, 3607-94, 0016-95, 2632-95, 4284-95, 5119-95, 0998-98, 9524-99, 3027-00. 5119-95. Sobre la pérdida de la credencial de los funcionarios de elección popular de las municipalidades, se cita la sentencia 6326-00. Sobre la autonomía municipal y la competencia fiscalizadora de la Contraloría, se cita la sentencia 4835-01. RF
DERECHO A LA EDUCACIÓN

17383-06. CIERRE DE CENTRO EDUCATIVO POR FALTA DE PROFESORES. Indica el recurrente, en su condición de Presidente de la Junta de educación de la Escuela Corazón de Jesús Arancibia de Puntarenas, que a los niños de cuarto, quinto y sexto grado de la escuela de Corazón de Jesús se les ha violentado su derecho a la educación por cuanto, el Ministerio de Educación Pública no ha dispuesto las medidas necesarias para resolver la falta de nombramiento de profesor, y la escuela ha permanecido la mayor parte del tiempo cerrada durante el presente año lectivo. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública, en caso que no lo hubiere ya hecho,  nombre el personal docente necesario para que imparta lecciones a los niños de IV, V y VI grado de la Escuela Corazón de Jesús, ubicada en Arancibia de Puntarenas. Se ordena asimismo al Ministro de Educación Pública girar las instrucciones pertinentes a efectos de determinar, junto con los docentes encargados del proceso de recuperación, si los estudiantes de VI grado de la escuela Corazón de Jesús, ubicada en Arancibia de Puntarenas no se encontraran suficientemente preparados para  la prueba nacional de sexto grado en el referido centro educativo, y si fuera el caso, suspender la aplicación de dicha prueba hasta que se les preparara debidamente. CL
17358-06. PRUEBA DE APTITUD PARA INGRESO A PRIMARIA. Alega el recurrente que la decisión de la Directora del Instituto Pedagógico la Torre del Norte de no practicar al amparado la prueba de rendimiento a efectos de valorar si es apto para ingresar a primer grado violenta el derecho constitucionalmente garantizado de éste a la educación. Se declara con lugar el recurso y en consecuencia se ordena al Ministro de Educación Pública y a la Directora General de Instituto Pedagógico Torre del Norte, que procedan a girar y ejecutar inmediatamente las órdenes pertinentes para que se practique al amparado la prueba de aptitud que determine si posee la capacidad aunque no cuente con la edad reglamentaria para ingresar al curso lectivo y en caso de aprobarla, deberá ser admitido en el centro educativo recurrido, todo lo cual deberá realizarse en el improrrogable plazo de 8 días a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia. CL
16770. TRABAJO. REDUCCION DE HORARIO. Deduce que el Ministerio de Educación le ha reducido el número de lecciones, dicha decisión le afecta laboralmente y además perjudica a los estudiantes matriculados que no recibirán dichas lecciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública a dictar las ordenes y realizar las gestiones necesarias, a efecto de que se tomen las medidas requeridas para garantizar el derecho a la educación, particularmente de las clases de Estudios Sociales y Educación Cívica correspondiente al nivel de Zapandí, del Proyecto de Educación Abierta de Atenas, de los amparados, lo anterior en el improrrogable plazo de OCHO DIAS, contado a partir de la comunicación de esta resolución. Parcial CL

16637. ADECUACIÓN CURRICULAR SIGNIFICATIVA. Alega el recurrente que no le da la adecuación debida sin un criterio técnico que lo indique. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a Alberto Rodríguez Reyes, en su calidad de Director del Instituto Superior de San Ramón y Presidente del Comité de Apoyo Institucional de ese centro educativo, o a quien ocupe el cargo, que en forma inmediata, tome las medidas de su competencia para que se gestione lo que sea necesario para que el amparado se le aseguren las lecciones de apoyo para el cumplimiento de la adecuación curricular significativa en las materias debidamente aprobadas por las autoridades competentes. Parcial CL
16135-06. PRUEBAS NACIONALES. Alega la recurrente que el amparado es estudiante del Liceo Dr. José María Castro Madriz donde cursó en el dos mil seis el quinto año. Aduce que no logró aprobar todas las asignaturas del año que cursó y por esa razón se le impide ahora realizar las Pruebas de Bachillerato en Educación Media. Es claro que en este caso el menor no cuenta con los requisitos suficientes para poder realizar los exámenes de bachillerato, dado que no ha cumplido de manera integral con el plan de estudios exigido para pasar a esa otra fase. RF
16011-06. NIEGAN TRASLADO DE COLEGIO. Manifiesta la accionante que su hijo fue matriculado e inició el presente curso lectivo en el Colegio de Palmares. Que en la primera semana de julio del año en curso gestionó el traslado del estudiante al centro educativo ubicado en Rincón de Zaragoza. Sostiene que dicho centro educativo le negó el ingreso al amparado por sus bajas calificaciones. Que el veinticuatro de julio de los corrientes intentó reingresar  a su hijo en el Colegio de Palmares, sin embargo, el  Director no lo admitió. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, o a quién en su lugar ejerza su cargo, que gire las órdenes necesarias a fin de que se admita de inmediato al menor en el Colegio Ricardo Moreno Cañas  de conformidad con el Reglamento de Matrícula de Traslados de los estudiantes, Decreto Ejecutivo Número 31663-MEP del 24 de febrero del 2004. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
16758. ACCESO A LA INFORMACIÓN. Alega el recurrente que ha gestionado información al INCOP que es de interés público y le han rechazado el suministra de información. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y lo declara con lugar. SL

DERECHO A LA SALUD

17374-06. MEDICAMENTO. Señala la  recurrente que sufre de epilepsia y como parte de su tratamiento, se le prescribe el medicamento CARBAMAZEPINA 200 mg, el cual en el Servicio de Farmacia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia  no se le suministra por encontrarse agotado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia,  se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que procedan de inmediato  a girar las órdenes que están dentro del ámbito de atribuciones y de su competencia, para que de forma  inmediata se entregue a la amparada el medicamento CARBAMAZEPINA que requiere para atender adecuadamente su padecimiento. CL
16961-06. MEDICAMENTO. Señala el recurrente que fue diagnosticado con "Linfoma No Hodking", que es un cáncer del tejido linfático y está siendo atendido en el Hospital México, en donde su médico tratante le recetó el medicamento denominado "RITUXIMAB" (MABTHERA) de inmediato; sin embargo el medicamento no fue aprobado, justificando que el amparado no vive en el área física correspondiente al Hospital México. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital México, girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias para que se le suministre al amparado el medicamento RITUXIMAB, según las indicaciones de su médico tratante. CL
16804. MEDICAMENTO. Alega la recurrente que la CCSS no le está suministrando el medicamento IRBESARTAN y además le ha dado de alta por lo problemas indicados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a los recurridos Director General, Directora de Farmacia y Médico Especialista en Medicina Interna,  todos de la Clínica Clorito Picado, adoptar en forma inmediata las medidas necesarias a efecto de que la amparada reciba el tratamiento Ibesartan (Aprovel) en la forma y dosis que su médico tratante ha prescrito. CL

16809. MEDICAMENTO. Le niegan el medicamento denominado erlotinib o Tarceva, Alega que el Comité de Farmacoterapia de la CCSS se lo niega por no cumplir con los criterios administrativos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Coordinadora del Comité Local de Farmacoterapia del Hospital San Juan de Dios, que de inmediato se brinde al amparado el tratamiento con erlotinib oral tipo Tarceva®, prescrito por el médico asistente especialista en Oncología Médica que actualmente atiende al amparado, con el respaldo del Servicio de Oncología de ese hospital,  por el tiempo y en la dosis que ese profesional determinó. CL
16636. CIRUGIA. Manifiesta la recurrente que padece de artrosis caderas bilateral, padecimiento que le produce fuertes dolores al caminar que le imposibilitan desplazarse normalmente, por lo que le resulta muy difícil acudir a su trabajo y movilizarse dentro de su oficina y que la CCSS programó su cirugía para 2 o 3 años. Se declara con lugar el recurso. Se advierte a Mario Arias      Murillo, o a quien ocupe su cargo como Director General del Hospital San Juan de Dios, y a Eduardo Doryan Garrón, o a quien ocupe su cargo como Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no deberán incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para la declaratoria del presente recurso. CL
16634. SEGURO DEL ESTADO PARA MIGRANTES. Alega la recurrente que se le indicó que no podían atenderla porque su seguro se había vencido desde el ocho de septiembre anterior y en la Oficina de Afiliación de la Clínica le dijeron que no le renovarían el seguro por el Estado debido a una nueva directriz que señala que a ningún extranjero se le otorgará o renovará el seguro por el Estado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General y al Jefe de la Sección de Ginecología, ambos del Hospital San Juan de Dios, que deberán brindar a la recurrente, de manera inmediata, la atención y tratamiento médico que requiera para atender su padecimiento. CL

16621. EXAMEN MEDICO. Alega la recurrente que la CCSS no le realiza TAC de emergencia porque no tienen aparatos en funcionamiento. Se ordena al Director General del Hospital San Juan de Dios, que de inmediato se realicen las gestiones administrativas necesarias para que se le efectúe a la amparada la tomografía axial computarizada en el término improrrogable de ocho días, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
16397. OMISIÓN DE PROTECCIÓN. Deduce que presenta un problema de derrumbe en su casa de habitación, pero que hizo la gestión ante la Municipalidad de Paraíso de Cartago la cual no le ha solucionado el problema y peligra su vida. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Paraíso, que deberá adoptar en forma inmediata las medidas efectivas para garantizar la integridad física de la amparada constatando y dándole solución al falseamiento de su vivienda. Asimismo se ordena al Jefe del Área Rectora de Salud de Paraíso, tomar las medidas necesarias para que se haga cumplir la orden sanitaria número 020-ARSP, fechada 24 de julio de 2006. CL

16449. MEDICAMENTOS AGOTADOS. Alega la recurrente que la CCSS no le da medicamento porque se encuentra agotado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que gire las órdenes que correspondan para que le sea suministrado a la amparada, de forma inmediata, los medicamentos Ketoconasol y Montelukast prescritos por sus médicos tratantes, y adoptar las previsiones necesarias para que en el futuro no se presenten desabastecimientos de los medicamentos citados, en perjuicio de la adecuada prestación del servicio público. CL

13510. CIRUGÍA DE VISTA. Indica que deben realizarle una cirugía en sus ojos pues corre el peligro de perder la vista de forma permanente. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y de Director General del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia, que coordinen lo que corresponda para que de manera inmediata se someta, con la contratación de servicios externos en caso de resultar necesario, a la intervención quirúrgica prescrita por su médico tratante.CL
16186-06. MEDICAMENTO. Alega el recurrente que le fue recetada una medicina en el Hospital de Alajuela, denominada “Doxazocina”, fármaco indicado para ayudarle con el serio problema que tiene en la próstata; sin embargo, en la farmacia le indicaron que ese medicamento estaba agotado, por lo estaban a la espera de que el Comité de Farmacia en San José lo enviara. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, adoptar las medidas que sean necesarias y girar las instrucciones correspondientes para que se le suministre de inmediato al amparado el tratamiento recomendado por los médicos tratantes en las dosis y durante el plazo que ellos determinen, bajo su responsabilidad profesional y contando con la debida supervisión médica. CL
16029-06. OPERACION. Indica la recurrente el retardo en la realización de una cirugía radioguiada que le fue recomendada por su médico tratante está poniendo en riesgo su salud. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director General del Hospital San Juan de Dios, que dispongan las medidas necesarias a efecto de que a la amparada se practique en forma inmediata la operación que requiere, de acuerdo con el criterio de su médico tratante. CL 

15937-06. MARCAPASO VAGAL. Señala la recurrente que su médico tratante le recomendó un “marcapaso vagal” y la CCSS no ha hecho nada por solucionar su problema de salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponga lo necesario para que se adquiera el aparato prescrito a la amparada y se le programe, inmediatamente, la cirugía que requiere para su colocación. CL
DERECHO CIVIL

15959-06. NOTIFICACION DE DEMANDA AL TERCER POSEEDOR. Acción de Inconstitucionalidad contra de la jurisprudencia civil sobre notificación al tercer poseedor –Jurisprudencia reiterada del Tribunal Primero Civil, Sección Segunda, de las 7:55 del 13 de noviembre de 2003. En esta acción de inconstitucionalidad se impugna una norma jurisprudencial que dispone que una vez que exista la anotación de la demanda sobre un inmueble, la notificación de cualquier anotante posterior a esa medida resulta innecesaria.  El accionante reclama que ello lo ha privado de la posibilidad de defender sus derechos, establecidos en el Código Civil. SL
DERECHO DE PENSION
16624. PENSIÓN POR ORFANDAD. Alega el recurrente que la División de Pensiones de la CCSS suspendió el pago de su pensión porque laboró por espacio de dos meses para la Defensoría de los Habitantes y que luego no le reanudaron su pensión. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la División de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social, restituir en el pleno goce de sus derechos al recurrente, lo que implica anular la resolución número 15688 dictada por la Gerencia División de Pensiones al ser las doce horas con cincuenta y cinco minutos del veinticuatro de mayo del dos miaseis y se ordena resolver nuevamente el recurso de apelación interpuesto por el recurrente. CL
16017-06. CANCELAN PENSION DE LA CCSS SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social le canceló intempestivamente la pensión que disfrutaba del Régimen no Contributivo, porque supuestamente no estaba dentro de la categoría aplicable a ese régimen. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución de la Sucursal de Naranjo de la Caja Costarricense del Seguro Social número 380 04 del tres de diciembre de dos mil cuatro. Se ordena al Director Regional de Sucursales Huetar Norte y al Jefe de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social en Naranjo, seguir cancelando al amparado la pensión del Régimen no Contributivo que se le otorgó. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

16802. TRASPASO PROPIEDADES DEL INVU. Alega el recurrente que han cancelado al INVU los derechos para que se les traspase propiedad y demás tributos y el INVU no cumple con obligación. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, que en el término improrrogable de tres meses contado a partir de la comunicación de esta resolución, gire las órdenes y tome las medidas que estén dentro del marco de su competencia para que se proceda a inscribir, según proceda, los lotes adjudicados a los recurrentes, debiendo al final del plazo rendir un informe ante esta Sala. CL
16404. ALTERACIÓN EN NÚMERO DE MOTOR DE AUTOMOVIL.  Alega el recurrente que se presentó a realizar  la revisión técnica de su vehículo, pero la misma le fue rechazada debido a que se encontró una posible alteración en el número de motor. El Ministerio Público no realizó el peritaje solicitado al vehículo del recurrente. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Ministerio Público. Parcial CL.
DERECHO DE TRABAJO
17441-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE LA COMPAÑÍA NACIONAL DE FUERZA Y LUZ. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 10, 11, 29, 31, 32, 33, 37, incisos a) y b), 76, 78, 92, 98, 99, 100, 102, 108, 123, 125, 126 y 127 incisos b) y c) de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Las normas se impugnan en tanto establecen una preferencia para los hijos de empleados que fallezcan, de los que se acojan a la pensión o los parientes de los trabajadores que hayan laborado como mínimo diez años, se reconoce a los trabajadores un pago indebido por laborar su jornada ordinaria, de hasta un veinte por ciento de sobresueldo, se otorgan privilegios laborales o licencias con plazos exorbitantes, en razón de actos que ni siquiera están expresamente indicados, que no tienen nada que ver con la eficiencia o mejora del servicio de la empresa pública, que es el fin al que debe propender la Administración del Estado. Los integrantes de la Junta Directiva del Sindicato, SITET, licencia con goce de salado a fin de que atienda los asuntos de su cargo".  Del total de la planilla de empleados de la Compañía de Fuerza y Luz el 9% se le regala al Fondo de Ahorro y en las cuentas personales de aporte de cada trabajador,  se cubre el pago los estudios de los trabajadores de acuerdo al porcentaje indicado y, en algunos casos, en su totalidad, los trabajadores y pensionados de la CNFL deben pagar solamente un 50% de la tarifa que consuman en sus hogares y la viuda o viudo del empleado fallecido mantiene ese beneficio, tendrán derecho a recibir por concepto de auxilio de cesantía, un porcentaje sobre el cálculo de los veinte salarios posibles de cesantía; el segundo, que los empleados que se acogen a la pensión de vejez de la Caja Costarricense del Seguro Social y que tengan por lo menos veinte años de servicio con la Compañía o bien que sean pensionados por invalidez total o permanente de la CCSS o el INS, o se retiren voluntariamente o con responsabilidad patronal, recibirán 20 meses de salado por concepto de auxilio de cesantía, entre otros. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan de la Convención Colectiva de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz los artículos 108 y 123. Asimismo del artículo 10 se anula el párrafo que dice: “Los hijos de los empleados que fallezcan, de los que se acojan a la pensión, tendrán preferencia sobre otros candidatos en igualdad de condiciones, excepto en cuanto a la edad que se refiere, cuando éstos sean los mayores de familia y tengan como mínimo 16 años ajustándose a las disposiciones del Artículo 91 del Código de Trabajo, cuando se trate de jornadas de ocho horas. Igualmente tendrán ese mismo derecho los parientes de los trabajadores que hayan laborado como mínimo diez años para la Compañía, siempre que no haya otro pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad; además que sea en distintas dependencias”. En cuanto al artículo 92, esténse los accionantes a lo resuelto mediante sentencia 6728-2006 de las 14:43 horas del 17 de mayo de 2006. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro. CL Parcial
17437-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 17, 25, 26, 27, 33, 161, 219 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Las normas se impugnan en cuanto permiten que los trabajadores de la Institución reciban ciertos beneficios ajenos a la generalidad de los empleados del sector público y desconocidos también por los empleados del sector privado, los cuales no dependen del buen desempeño del trabajador dentro de la Institución, sino que se relacionan con su sola condición de laborar dentro de ella. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros  la totalidad de los artículos 17 y 25. Asimismo, del artículo 161 el epígrafe iv del inciso a), el epígrafe v del inciso b) y la totalidad del inciso c) en cuanto exceden el parámetro de veinte años que esta Sala ha estimado razonable como tope por concepto de cesantía y por permitirse el pago aun en los casos de despido con justa causa. De igual forma, se anula el inciso a) del artículo 27 y la frase del inciso l de dicho artículo que señala: Si la resolución judicial no fuere condenatoria para el trabajador, el Instituto le pagará los salarios caídos correspondientes. En cuanto a lo dispuesto en el artículo 26 y el inciso i) del artículo 27, estése la accionante a lo resuelto en la sentencia 7261-2006 de las 14:45 horas del 23 de mayo de 2006.  Finalmente, el artículo 219 no resulta inconstitucional siempre que se interprete conforme al Derecho de la Constitución, que el gasto de la institución en este rubro no puede ser excesivo según lo determinen los órganos de control. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Instituto Nacional de Seguros. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro. CL Parcial
17440-06. BENEFICIOS DE LOS FUNCIONARIOS DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCION. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 16, 17, 36, 38, 40, 42, 44, 45, 46, 48, 60, 61, 77 y 80 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de la Producción. Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de los accionantes, confieren a los empleados del Consejo Nacional de Producción una serie de ventajas y prerrogativas que discriminan a los restantes servidores públicos, a la vez que constituyen una aplicación indebida e irrazonable de los fondos públicos, a saber: otorgamiento de permisos con goce de salario para actividades sindicales y otras, aumentos anuales automáticos por antigüedad e incentivos, días de descanso, jornada laboral y vacaciones, ayudas sociales por defunciones, desastres naturales y nacimiento de hijos, ayuda económica para actividades culturales y deportivas. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula la totalidad del artículo 47 y la frase “un mínimo de” contenida en el artículo 36 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Consejo Nacional de Producción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro.CL Parcial
17439-06. BENEFICIOS PARA FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO TECNOLOGICO DE COSTA RICA. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 12, 21, 119, 123, 134, 139, 141, 142 y 144 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Tecnológico de Costa Rica. Las normas se cuestionan porque se establecen los siguientes privilegios a favor de los trabajadores de esa entidad que no tienen el resto de los servidores públicos: excesivo régimen de vacaciones, (mes y medio); por establecer un sistema de ajuste de salarios único y diverso de todo el sector público, al supeditarlo al índice de precios del consumidor de la Dirección General de Estadísticas y Censo, por establecer un auxilio de cesantía desproporcionado, al prever como tope dieciocho meses ante la terminación de la relación laboral; por establecer una tolerancia (o perdón) de cinco mil colones por semestre para los funcionarios que manejen fondos de la institución; y por el otorgamiento de permisos y licencias con goce de salario, para sindicalistas. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro. SL 

17438-06. BENEFICIOS DE LOS FUNCIONARIOS DEL BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 21, 26 incisos a), b), c), d) y e), 31, 66 y 79 de la Convención Colectiva del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. La normativa se cuestiona en tanto dispone un aumento anual por mérito sobre los salarios de los trabajadores, de acuerdo a la escala salarial vigente, cuando obtenga una calificación igual o superior al setenta  por ciento (70%), y de un 4.5% del salario mensual, a los trabajadores que ingresen a laborar a partir del veintisiete de abril del dos mil uno, cuando obtenga una calificación igual o superior al setenta por ciento (70%), sin que llegue a formar parte del salario, bonificaciones en dinero en efectivo para el disfrute de las vacaciones de los trabajadores del banco, la cual se calcula con base en el último salario nominal al momento de su disfrute, de seis mil colones al trabajador que contraiga matrimonio, y de cinco mil colones para gastos del nacimiento de un hijo, permisos con goce de salario por diferentes motivos y un  beneficio económico adicional por cada quinquenio de servicio. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan los artículos 45 y 79, así como los incisos a, b y c del artículo 26 de la Convención Colectiva del Banco Popular y Desarrollo Comunal. En cuanto al inciso g) del artículo 31 de dicha Convención, se interpreta que no es inconstitucional siempre que se entienda que el concepto otros casos debe utilizarse en forma restrictiva y ante situaciones excepcionales que requieran la ausencia del trabajador. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Banco Popular y de Desarrollo Comunal. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro. CL Parcial
17368-06. COBRO DE DINERO PAGADO DE MÁS POR PARTE DE LA ADMINISTRACION. Alega el recurrente que la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur, en base al informe de la Contraloría  General de la República relacionado con las deficiencias  en el pago de salarios a sus empleados fijos, se inició procedimiento tendente a la recuperación de los dineros pagados de más y mediante circular interna el Departamento de Recursos Humanos comunicó a los funcionarios que el rebajo se efectuaría, sin conformar un órgano director del procedimiento administrativo  que determine las sumas adeudadas  con lo cual han menospreciado los derechos constitucionales que les amparan de conformidad con la Constitución.  Se declara con lugar el recurso sin ordenarse la devolución de lo cobrado. Se previene al Director Ejecutivo y al Presidente, ambos de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur que no deberán proceder al cobro de las deudas vulnerando los derechos fundamentales de los servidores. CL
17268-06. REBAJO DE DEUDA DE LAS PRESTACIONES. Señala el recurrente que la autoridad recurrida le rebajó la suma de un millón cuatrocientos veintiséis mil veinticinco colones con cinco céntimos del monto que le correspondía por concepto de prestaciones legales, de una deuda que tenía con la Asociación Solidarista de Empleados del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico (ASOLINCOP). Consta que el rebajo de la deuda se hizo del rubro denominado “indemnización”, correspondiente a los beneficios convencionales otorgados a los trabajadores de esa entidad, con autorización escrita del amparado y no del relativo a las prestaciones laborales. Sobre el tema se citan las sentencias 4220-04 y 13635-06. SL 

17380-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. REVISION DE COMPUTADORA PERSONAL. Alega la recurrente que la administración procedió a intervenir su computadora sin que se le permitiera estar presente, ni se le notificara la existencia de procedimiento alguno en su contra. Refiere además que el órgano director no tenía suficiente capacidad legal para proceder a revisar las computadoras. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Órgano Director del Procedimiento Administrativo Disciplinario del Patronato Nacional de la Infancia, evitar toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción semejante al hecho que sirvió de base a esta declaratoria. CL
17415-06. CONCURSO DEL SERVICIO CIVIL. Indica la recurrente que la Dirección General de Servicio Civil la excluyó del proceso concursal Nº 05-05, por haber reprobado los test psicométricos a los que fue sometida en dicho procedimiento, evitando así que pueda realizar las demás pruebas, en aras de demostrar su idoneidad para ocupar un cargo. La amparada considera que se ha vulnerado su derecho a la igualdad y derecho a la estabilidad en el empleo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Servicio Civil, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se permita a la amparada, a seguir participando dentro del concurso Nº 05-05, y se evalúen los aspectos académicos y de experiencia de ésta, mediante  los procedimientos establecidos al efecto para el citado concurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso por razones diferentes. CL
17352-06. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que labora como conserje en el Colegio Vocacional de Artes y Oficios (COVAO); sin embargo, la Junta Administrativa del Hospicio de Huérfanos de Cartago lo despidió alegando perdida de confianza, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 81 inciso 1 del Código de Trabajo, sin realizar ningún procedimiento en ese sentido, a pesar de lo establecido en el Reglamento de Servicios de Conserjería y el Estatuto de Servicio Civil. Considera que se irrespetó su derecho al debido proceso y que el despido no tiene sustento alguno. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula el acuerdo de despido tomado contra el recurrente en la sesión número 14-1288-2006 de la Junta Directiva del Hospicio recurrido. Se le ordena al Presidente de la Junta Administrativa del Hospicio de Huérfanos de Cartago y al Ministro de Educación Pública, que en el cargo de sus competencias y bajo pena de desobediencia, en el término improrrogable de TRES DIAS contados a partir de la comunicación de esta sentencia, reinstalen al amparado en el puesto de Trabajador Misceláneo 1, especialidad Generalista, en idénticas condiciones a las que disfrutaba anteriormente. CL
17357-06. CCSS NO SACA A CONCURSO PLAZAS. Los recurrentes reclaman que desde hace seis años, la CCSS no ha realizado concursos para las plazas vacantes de profesionales en Microbiología y Química Clínica, los cuales deben publicarse dos veces al año, como mínimo, según el Decreto No. 210334-S de 28 de enero de 1992. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, y al Director de Recursos Humanos de esa institución, que dentro de los tres meses posteriores a la notificación de esta sentencia, deberán iniciar la celebración periódica de concursos para las plazas de Microbiólogos, conforme lo indiquen la ley y los reglamentos respectivos, de acuerdo con las necesidades institucionales. CL
17222-06. DESPIDO DE ASESOR PARLAMENTARIO. Alega el recurrente que laboraba para la Asamblea Legislativa como Asesor de Fracción Política y fue cesado de su cargo sin justa causa, simplemente argumentándose que ya no lo necesitaban en el despacho. Solicita que se le cancelen los cuatro años de nombramiento pues el mismo vencía el treinta de abril del dos mil diez. Sobre el tema de los asesores parlamentarios se cita la sentencia 6930-02. Asimismo se indica que la indemnización que pretende es un asunto de legalidad que no compete a esta Sala determinar si tal cosa procede o no. RF
17255-06. SUSPENSION DE SOBRESUELDO A FISCAL. Alega la recurrente que se le suspendió el pago del sobresueldo que se venía reconociendo a jueces y fiscales de turno extraordinario, así como las actuaciones para recuperar las sumas giradas de más por ese concepto, sin previo aviso. En este caso el pago del sobresueldo obedeció a un error humano y no a un acto declarativo de derechos, por esta y otras razones se declara sin lugar el recurso. SL
13800-06. REVOCAN PAGO DE PLUS SALARIAL. Alega la recurrente que la  Subcomisión de Carrera Profesional de la Unidad de Recursos Humanos del Hospital Doctor Fernando Escalante Pradilla, procedió a suspender el pago que recibía por concepto del curso de aprovechamiento denominado "Proceso de Desarrollo Directivo", sin seguir el debido proceso. Sobre el tema se cita la sentencia 9829-06. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo de la Subcomisión de Carrera Profesional del Hospital Dr. Fernando Escalante Pradilla adoptado en la sesión número 16 del siete de septiembre de dos mil seis, por el que se acordó suspender al recurrente el pago por concepto de puntos por el curso de aprovechamiento "Proceso Desarrollo Directivo"; y que fuera comunicado al amparado mediante oficio SCCP-036-06 del diecinueve de septiembre de dos mil seis. CL 

16950-06. TRASLADO. Alega la recurrente que desde hace más de quince años se desempeña como secretaria el Ministerio de Seguridad Pública y sin justificación alguna el Jefe de Puesto de la Policía de Proximidad de Hatillo Centro, ordenó trasladarla a realizar funciones de cocinera en la Delegación Policial de la Fuerza Pública de Pavas.  RF
16767. SUSPENSIÓN. Alega el recurrente que se le suspendió sin goce de salario por investigación de delito pese haber sido suspendida medida cautelar de prisión preventiva. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la acusada suspensión sin goce de salario que dictó el Ministro de Gobernación y Policía contra el amparado. En consecuencia, se anula la resolución número 562-2006-DMG de las 8:40 horas del 5 de abril del 2006, en tanto se ordenó la suspensión del amparado sin goce de salario, toda vez que es la autoridad judicial quien debe determinar si la medida cautelar es o no con goce de salario. CL

16796. PRUEBAS SERVICIO CIVIL. Alega la recurrente que le tienen que respetar nota de concurso anterior que ganó en el servicio civil. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Servicio Civil, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se permita a la amparada seguir participando dentro del concurso NO 05-05, y se evalúen los aspectos académicos y de experiencia de ésta, mediante los procedimientos establecidos al efecto para el citado concurso. CL

16610. RELACIONES DE PERENTESCO EN NOMBRAMIENTOS DE SERVICIO EXTERIOR. Acción de Inconstitucionalidad contra oficio del Ministro de Relaciones Exteriores y Culto Nº DM-399-03 del 14 de febrero del 2003. Este oficio es impugnado en cuanto el impugnante es funcionario de carrera y tiene una relación de parentesco por consanguinidad con el Ministro de Trabajo y Seguridad Social y le afecta la prohibición que establece el transitorio V de la Ley de Contingencia Fiscal, Ley Nº 8343 del 16 de diciembre del 2002, que tiene un plazo de vigencia de un año. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio del Ministro de Relaciones Exteriores y Culto Nº DM-399-03 del 14 de febrero del 2003. CL

16603. REUBICACIÓN DE FUNCIONARIO COMO MEDIDA CAUTELAR. Alega el recurrente que fue notificado de un traslado en su lugar de trabajo y no se le indicaron los recursos legales a los que tiene derecho lo que violenta su derecho de defensa. Se declara parcialmente con lugar el recurso por      violación al derecho de defensa. El  Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública debe proceder,  dentro del  término de 24 horas contado a partir de la notificación de ésta sentencia, a adicionar la resolución N° 1585-2006 de las 8:30 hrs. del 17 de julio de 2006, indicándole al amparado, de manera expresa, los recursos procedentes contra la medida cautelar que le fue impuesta, el plazo para interponerlos y los órganos competentes para conocerlos. CL

16615. INCAPACIDAD POR MATERNIDAD.  Alega la recurrente que presento ante el EBAIS de Pueblo Nuevo de Alajuela incapacidad por maternidad y que ha gestionado ante el Director Médico del Área de Salud accionada el pago de dicha incapacidad, correspondiente al mes previo al parto, negándosele la misma, bajo el argumento que no existe  presupuesto para efectuar ese pago. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponga de inmediato el pago efectivo del subsidio de la incapacidad por maternidad de la recurrente. CL
16367. PAGO PROHIBICIÓN. Alega la recurrente que labora para la Sociedad de Fondos de Inversión del Banco Popular en el puesto de Auditora y que no le cancelan prohibición del ejercicio de su profesión. Queda demostrado el pago por concepto de prohibición ya se encuentra incluido en el salario que recibe y los demás reclamos le fueron debidamente comunicados. SL

16366. REUBICACIÓN. Alega haber sido trasladado a una Unidad de Hecho y que le han impedido regresar a su unidad de origen sin informarle la verdadera razón del porqué de su traslado. De esta forma, al haber habido una comunicación previa (debido proceso), al estar el acto debidamente fundamentado (deber de fundamentación) y al tratarse de una potestad del patrono de poder cambiar las condiciones del contrato de trabajo atendiendo a las necesidades del servicio y las funciones que se prestan, no verifica esta Sala que el cambio de funciones haya sido abusivo, arbitrario o ilícito. SL

16358. REASIGNACIÓN DE PUESTO. Indica el recurrente que debido a una baja Matrícula su puesto será reasignado a una categoría inferior por lo que solicita ser trasladado a otro centro educativo para que no sea revalorado su puesto. El acto impugnado está fundamentado en norma legal vigente y en una situación objetiva comprobada, si desea se trasladado a otro centro educativo deberá solicitarlo en sede administrativa. SL

16419. REUBICACIÓN. Alega la recurrente que fue trasladada en desmejora de sus condiciones laborales a otra ubicación. La Administración puede trasladar a sus funcionarios en beneficio del interés público, pero no puede hacer demerito alguno en sus funciones, cosa que en este caso no se ha demostrado tal degradación del puesto de la recurrente. SL

16399. SANCION DE SUSPENSIÓN. Alega el recurrente que fue suspendido de su cargo como Fiscal Auxiliar, por tres meses, por investigación administrativa, dicha suspensión fue con goce de salario, sin embargo el Juzgado Penal de San José impuso como medida cautelar la separación de cargo omitiendo pronunciarse si era con o sin goce de salario. Se declara con lugar el recurso, con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, únicamente a los efectos de condenar al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados, que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

16046-06. SANCION. Señala la recurrente que en el Tribunal Supremo de Elecciones se tramitó en su contra un procedimiento administrativo, mediante el cual fue despedida sin responsabilidad patronal y otros funcionarios, por la misma falta, no fueron despedidos. La diferencia de sanción con otros funcionarios  no implica, por sí sólo, un trato discriminatorio, pues las responsabilidades que quepan a cada servidor son individuales e independientes de las impuestas a otros.  En todo caso, a inconformidad con la sanción impuesta, debe alegarla en la vía legal que corresponda, sea, ante la administrativa o la jurisdiccional común. RP
16139-06. TRASLADO DE FUNCIONARIA POR RAZONES DE SALUD. Alega la recurrente que aunque el Departamento de Medicina Legal recomendó al Departamento de Personal del Poder Judicial, su traslado a otro despacho judicial a la brevedad posible, por indicación de sus terapeutas tratantes en procura de no agravar sus condiciones actuales, aun no se ha dispuesto, lo cual estima afecta su derecho a la salud y al trabajo.  Si bien es cierto, la Sala ha señalado que la Administración  no puede desconocer valoraciones médicas y poner en peligro la salud un funcionario, consta que la Administración recurrida no ha desatendido la recomendación médica en punto a que se traslade a la amparada de puesto por razones de salud; sin embargo, la opción inicial que se le brindó no fue aceptada por ella y la otra que se ha presentado de que ocupe otro puesto de igual categoría se considera que no es apta, por su estado de salud, razón por la cual no es este Tribunal el competente para definir el puesto que puede ocupar la amparada dentro del Poder Judicial; no obstante, se indica a las autoridades recurridas que deben continuar la búsqueda de una solución para el caso de la amparada que redunde en beneficio de su salud pero sin perjudicar el servicio público. SL
15995-06. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO Y PROCESO PENAL. Alega el recurrente que en el Ministerio de Seguridad Pública se lleva un procedimiento administrativo en su contra, que existió una investigación previa, en donde no se le dio debido proceso, además, acusa que existe un procedimiento penal sobre los mismos hechos, por lo que considera que se le está juzgando dos veces por la misma causa. Consta en este caso que la administración lo que hizo fue una investigación previa, el que el amparado haya declarado en varias entrevistas durante esa fase, y que sus afirmaciones finalmente junto con otros elementos sirvieran para la ulterior apertura del procedimiento, no constituye una lesión a los derechos fundamentales aludidos, pues, existen múltiples garantías a su favor que aseguran la averiguación de la verdad real de los hechos. Asimismo, se reitera el criterio en el sentido de que no se supone la lesión del principio “nom bis in idem” en virtud de que se trata con sedes autónomas. SL
16018-06. SANCION. MERA CONSTATACION. DERECHO DE APELAR. La recurrente alega que se le sancionó con un mes sin goce de salario; sin embargo se irrespetó su derecho de defensa y a gozar de una doble instancia. En este caso consta que a la recurrente se le sancionó por ausencias injustificadas, lo cual es un caso de mera constatación; no obstante, el menoscabo a la garantía fundamental se produjo en el tanto no se le permitió a la recurrente impugnar la sanción que se le impuso. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director General de Personal; y, a la Jefe del Área de Régimen Disciplinario; ambos del Ministerio de Educación Pública, indicarle y asegurarle a la recurrente los mecanismos impugnatorios, los plazos en los cuales debe ejercerlos y las instancias ante las que debe plantearlos y notificarle tal decisión a la recurrente, esto dentro del plazo de cinco días contados a partir de la comunicación de este fallo. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara con lugar el recurso en todos sus extremos. CL Parcial
15978-06. TOPE DE ANUALIDADES. Señala el recurrente que labora en el Ministerio de Salud y le fue aplicado lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, sobre el pago de anualidades en su perjuicio, toda vez que a pesar de tener más de treinta años de laborar, solo pueden recibir un máximo de treinta anualidades, pues el tope o límite fijado por la ley para recibir ese tipo de plus salarial es precisamente treinta años. Sobre el tema planteado en este caso la Sala se pronunció en la sentencia número 1309-99. RF
DERECHO PENAL
17112-06. PROCESO ABREVIADO. Consulta Judicial de Constitucionalidad de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Se acusa la violación al debido proceso, al no habérsele permitido al imputado someterse a un proceso abreviado. Se evacua la consulta en el sentido de que no existe un derecho al proceso abreviado como parte del debido proceso. Evacuada
16287. EXTRADICIÓN. Alega que los documentos aportados por parte de la Embajada Americana, carecen de las formalidades exigidas por nuestra ley. En este sentido, la autenticidad de los documentos presentados por el Estado requirente, y la procedencia o no de la extradición, son aspectos que le toca valorar en exclusiva a la Jurisdicción Penal, que es la competente para conocer de los procedimientos y diligencias de extradición; debiendo hacer las objeciones pertinentes mediante los recursos y las incidencias que el ordenamiento estipula al efecto y las resoluciones finales son recurribles mediante el recurso de casación. SL

16295. EXTRADICIÓN. Alega que no se han respetado los derechos constitucionales por lo que solicita que se no se le extradite hasta que no se cumpla por parte del Estado requirente las garantías mínimas y que se ordene la libertad por tener año y medio de prisión preventiva. No le corresponde a este Tribunal sustituir a los jueces penales en el ejercicio de las funciones que les han sido confiadas en nuestro ordenamiento jurídico o actuar como una instancia más dentro de dicho procedimiento. SL

16020-06. REQUISA Y PRISION PREVENTIVA. Alega la  recurrente que fue conducida por oficiales de la policía en donde se torturó psicológicamente y se le registró, afectando su pudor debido a que no fue realizada por una mujer ni se permitió la presencia de testigos ni la  de un abogado ni durante el interrogatorio. Por otra parte, la resolución mediante la cual se le impuso prisión preventiva carece de la debida fundamentación. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación al derecho a la intimidad de la recurrente y sin ordenar su libertad. En consecuencia, se le ordena al Jefe de Puesto Delta 12, Policía de Proximidad de Moravia, o a quién en su lugar ejerza ese cargo, que se abstenga de incurrir en los actos que dieron mérito para acoger este recurso, bajo los apercibimientos que con base en lo establecido en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. CL Parcial
DERECHO TRIBUTARIO
16275-06. BASE IMPONIBLE DEL IMPUESTO DE REFRESCOS GASEOSOS ES EL PRECIO DE VENTA AL DETALLE, IMPUESTOS POR EL IDA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los acuerdos dictados por la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario, artículo XXVII de la sesión número 086-01 del 19 de noviembre de 2001 y artículo XX de la sesión número 016-05 del 25 de febrero de 2002. Las disposiciones se impugnan en cuanto lo emitido no son actos administrativos de aplicación general en la forma reglamentos de servicio o de organización, sino que, por el contrario, constituyen reglamentos de ejecución de la Ley No. 6735 de 29 de marzo de 1982, dictados por la Junta Directiva del I.D.A., órgano que carece de competencia para reglamentar la ejecución o aplicación de una ley. La Dirección General de Tributación tiene la facultad de emitir resoluciones de aplicación general (actos reglamentarios), pero en el caso del I.D.A. no existe norma legal equivalente para dicha institución. SL
16277-06. IMPUESTO SOBRE LA RENTA. REVALUACION DE ACTIVOS FIJOS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la resolución general número 24/95 de la Dirección General de Tributación Directa. En este caso se cuestiona la resolución general número 24-95, emitida por la Dirección General de Tributación Directa, que establece un mecanismo para el cálculo de la depreciación, fijando un porcentaje entre el diez por ciento (10 %) y el cinco por ciento (5 %) para proceder a practicar la reevaluación de activos fijos, según se trate de activos inmuebles o activos muebles, que se considera que no tiene ningún sustento técnico. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan del ordenamiento jurídico los incisos a), b) y c) del artículo 1° y los artículos 4 y 6 de la resolución general número 24/95 de la Dirección General de Tributación Directa. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. CL Parcial
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

17417-06. TRAMITE DE RENOVACION DE CEDULA DE RESIDENCIA. Alega los recurrentes que se presentaron a las Oficinas de Migración el veinticinco de agosto y el veinte de octubre de este año, respectivamente, a solicitar la renovación de sus cédulas de residencia. Indica que les dieron cita para el veintiuno de mayo y el diecinueve de septiembre del año entrante, para la correspondiente renovación, lo que implicaría que estarían ilegales en el país y sin documentos que les permitan acceder a varios servicios y derechos por mora administrativa en el proceso de renovación de la cédula de residencia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Migración y Extranjería, recibir y  tramitar  de inmediato las solicitudes de renovación de cédula de residencia de los amparados. Los Magistrados Solano, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. El Magistrado Solano pone nota. CL
16604. DEBIDA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PUBLICOS. Alega el recurrente que debe pagar retroactivamente aumento de la cuota para renovación de cédula de residencia porque le postergaron la cita para tales efectos. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por violación al derecho a la prestación eficiente de servicios públicos. Parcial CL
16286. DETENCIÓN. Alega la recurrente que su esposo está detenido por autoridades de Migración ya que su matrimonio no se encuentra inscrito pues fue detenido un día después de la celebración del mismo. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número No. 135-2006-1089-DPI PEM-LMJ de las once horas doce minutos del 3 de noviembre del 2006 mediante la cual se dispuso la deportación del amparado Cristóbal Centeno Aguilar. Se ordena a la Dirección general de Migración y Extranjería conceder un plazo de quince días hábiles al amparado fin de que regularice su situación jurídica. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Los Magistrados Vargas, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso.- CL
16292. EXTRANJEROS. Alega el recurrente que se encuentra detenido ilegalmente por Migración y que tienen familia en CR y su vida corre peligro en su país de origen. En su alegato el recurrente manifestó expresamente que ingresó al país en forma ilegal, sin presentar boleto o tiquete de regreso y que no había realizado ningún trámite migratorio para regularizar su situación. Se realizó el procedimiento de ley y se ejecutó la resolución de deportación y el recurrente fue repatriado a su país de origen. SL

ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

LEY SECA. Manifestar su inconformidad con la medida dispuesta por el Gobierno de no vender licor durante los días 2 y 3 de diciembre a propósito de las elecciones nacionales para alcalde. No existe violación directa de derechos fundamentales. RP
15960-06. INSCRIPCION DE PARTIDOS POLITICOS PROVINCIALES. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 64 del Código Electoral. Alegan los recurrentes que la normativa impugnada exige, para inscribir partidos a escala provincial, un número de adhesiones equivalente al uno por ciento (1%) del número de electores inscritos en la respectiva provincia, lo cual, en algunos casos implica una exigencia de un mayor número de adhesiones de las requeridas para inscribir un partido a escala nacional, con la consecuente infracción de los principios constitucionales democrático, igualdad, razonabilidad y proporcionalidad; por cuanto esta exigencia se constituye en una traba irrazonable que limita y desincentiva la conformación de nuevas opciones políticas en los ámbitos provincial y cantonal, con lo que se perpetúa la hegemonía de los partidos mayoritarios tradicionales. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anula del inciso e.) del artículo 64 del Código Electoral, la frase que dice "Para inscribir partidos de carácter provincial, se necesitará un número de adhesiones equivalente al uno por ciento (1%) del número de electores inscritos en la respectiva provincia." Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de entrada en vigencia de la disposición que se anula, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe o de situaciones jurídicas consolidadas. CL
FAMILIA
13906. MENORES SE NIEGAN A VER A SUS ABUELOS. RESOLUCION JUDICIAL. Alegan las recurrentes menores de edad que el Juzgado Segundo de Familia de SJ no respetó su derecho a ser oídas en juicio para referirse al régimen de visita solicitado por abuelos maternos. La intención de las menores era cuestionar lo ya resuelto por el Juzgado Segundo de Familia de San José en esta sede, lo que determina que se rechace el amparo interpuesto. RP
16030-06. ADMINISTRACION DE LOS BIENES DE LOS HIJOS MENORES DE EDAD. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al artículo 154 del Código de Familia. Se consulta si la norma impugnada constituye una restricción injustificada de la libertad de matrimonio, así como de una de las potestades inherentes a la autoridad parental, en tanto se impide administrar los bienes de sus hijos menores, por haber contraído nupcias con persona distinta del otro progenitor. Se evacua la consulta formulada por el Juez de Familia de Heredia, mediante la resolución de las 12:30 hrs. de 23 de agosto de 2006, en el sentido que el artículo 154 del Código de Familia no lesiona el Derecho de la Constitución. Evacuada
INTIMIDAD

17296-06. ANTECEDENTES CREDITICIOS. PROTECCION DE DATOS. Señala el que solicitó a título personal créditos en dos bancos privados, pero le fueron denegados, con fundamento en que según la base de datos de las empresas recurridas no es sujeto de crédito personal ni comercial. Acusa que la información que allí se consigna es inexacta. En este caso, consta que no se acredita que en los registros haya datos personales de carácter sensible,  protegidos por el ámbito de intimidad del amparado. Se reitera el criterio en el sentido de que datos personales, revisten un marcado interés público, de manera que son de dominio público las  acciones del sujeto como deudor, la probidad con que haya honrado sus obligaciones y la existencia de antecedentes de incumplimiento crediticio, datos de gran relevancia para asegurar la normalidad del mercado de capitales. SL
16036-06. INFORMACION CREDITICIA. Señala el recurrente que en las bases de datos de las empresas recurridas constan no solo datos privados, sino también información relacionada con operaciones crediticias que no se encuentra actualizada. Se declara con lugar el recurso y únicamente con respecto a la empresa  WWW Datum Net S.A.,  en consecuencia se ordena al representante legal de la empresa "WWW Datum Net S.A.", o a quien ejerza ese cargo, que elimine de sus archivos y en la pagina de datum.net los siguientes datos del amparado relativos a: juicios civiles que tengan más de cuatro años de fenecidos por cualquier causa, según los términos de esta sentencia", lo mismo que la fotografía, así como la información relacionada  al número telefónico de carácter particular a nombre del amparado que no aparece en la guía telefónica, así como las cinco direcciones consignadas en la casilla "Otras direcciones"; lo anterior, dentro de las veinticuatro horas posteriores a la comunicación de esta resolución. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL

MINORIAS
17376-06. FALTA DE CONDICIONES PARA DISCAPACITADOS DEL CENTRO SAN FELIPE NERI.  Alega la recurrente que es madre de un niño de tres años que tiene Parálisis Cerebral Infantil, el cuál estudiaba en el Centro de Enseñanza Especial San Felipe Neri ubicado en Desamparados Centro.  Indica a partir del quince  de agosto de los corrientes, autoridades del Ministerio de Salud procedieron a clausurar el Centro por el riesgo de posible inundación, derrumbe o incendio al cual se encontraba expuesto.  Que aún cuando el Ministerio de Educación Pública estaba conciente del deterioro de la infraestructura en que se ubicaba el Centro, no ha realizado acciones tendentes a dar solución al problema o la reubicación de éste. Señala que a los padres de familia les han prestado las instalaciones de la Casa Cural, Gimnasio Municipal y Villa Olímpica para que puedan darles las clases, sin embargo, estos inmuebles no cuentan las condiciones mínimas para ser atendidos entre ellas, rampas de acceso, servicios sanitarios y  una adecuada ventilación.  Se declara con lugar. Se ordena al Ministro de Educación Pública se traslade en forma inmediata el Centro de  Educación Especial San Felipe Neri a un sitio que cumpla con las condiciones establecidas en la Ley 7600. CL
17375-06. ACCESO EDIFICIO PARA DISCAPACITADOS. Manifiesta la accionante  que la Municipalidad de Curridabat tiene su sede en un edificio de cuatro pisos, el cuál carece de ascensor, lo que le impide a las personas con discapacidad -como en su caso- el acceder a los servicios municipales que se ofrecen en los pisos dos, tres y cuatro, aunado a ello se impide la participación ciudadana en las sesiones del Concejo Municipal y las relacionadas con la Alcaldía que se celebran en el cuarto piso. Sostiene que dicha limitante la sufren más de mil personas con discapacidad física y setecientos cincuenta personas no videntes que constituyen la población con discapacidad del Cantón de Curridabat. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad y a la Presidenta Municipal de la Municipalidad de Curridabat, que de forma inmediata inicie los estudios y adopten las acciones para que en un plazo razonable se garantice el acceso pleno de las personas discapacitadas al edificio de la Municipalidad de Curridabat. CL
17021-06. TRANSPORTE PÚBLICO PARA DISCAPACITADOS. Alega el recurrente que la Ruta de Autobuses de San Gabriel - San José sólo cuenta con un bus apto para el transporte de personas discapacitadas (rampa).  Indica que dicho automotor no es puesto en circulación para la prestación del servicio de transporte remunerado de personas todos los días, por ejemplo, el pasado 9 de julio del 2006 dicho automotor se encontraba fuera de rol, situación que le impidió trasladarse de Barrio Cuba a La Fila Rosario de Desamparados, lugar donde reside. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, velar por el efectivo cumplimiento de lo dispuesto por la Ley 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, en cuanto a los aspectos de su competencia. CL

16778. ACCESO EN EDIFICIO HOSPITALARIO. Alega el recurrente que el Hospital Monseñor Sanabria no cuenta con las instalaciones adecuadas para personas con discapacidad física. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General el primero y Director Administrativo y Financiero el segundo, ambos funcionarios del Hospital Monseñor Sanabria que en el término improrrogable de SEIS MESES contados a partir de la notificación de esta sentencia tomen las previsiones necesarias a fin de cumplir con lo establecido en la Ley 7600. CL

16766. ACCESO MUNICIPALIDAD DE MONTES DE OCA. Alega el recurrente que la Municipalidad de Montes de Oca no cuenta el acondicionamiento mínimos para personas con discapacidad y le ha impedido realizar trámites. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Montes de Ocaque en el término improrrogable de SEIS MESES, contado a partir del recibo de la comunicación de esta resolución, tome las medidas que sean necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad al edificio principal municipal de Montes de Oca, así como a  los servicios sanitarios de esa edificación. CL
16806. BARRERAS ARQUITECTÓNICAS. Se aduce que existencia de barreras arquitectónicas en Centro de Atención Integral de Goicoechea impide el pleno acceso de población estudiantil con capacidades especiales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo de Atención Integral del Ministerio de Salud y al Ministro de Educación Pública, que deben tomar las medidas necesarias y efectivas para darle solución al problema de accesibilidad que tienen las personas discapacitadas en el Centro de Atención Integral de Goicoechea. CL

16608. SERVICIO DE TRASPORTE PÚBLICO UNIVERSITARIO. Alega el recurrente que le lesiona el hecho de que el trasporte de los autobuses de la UCR no cuenten con rampas de acceso para personas con discapacidad física así como las paradas de en las cuales tiene que tomar el autobús. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Presidente de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, o a quien ocupe ese cargo, velar por el efectivo cumplimiento de lo dispuesto por la Ley No. 7600, Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, en cuanto a los aspectos de su competencia. CL

16195-06. SE ACUSA MAL ESTADO DE ACERAS EN HATILLO, LO QUE PERJUDICA A LAS PERSONAS QUE SE DESPLAZAN EN SILLAS DE RUEDAS. Alega el recurrente que las diferentes vías de Hatillo 5, lugar en que reside y transita en silla de ruedas, no poseen aceras o están en tan mal estado,  por lo que se ve obligada a desplazarse por la calle en donde transitan vehículos a gran velocidad. Señala que tampoco existen rampas o accesos para discapacitados; sino que,  por el contrario, se deben enfrentar a caños profundos,  alcantarillados  e hidrómetros sin tapas, aceras en mal estado o del todo inexistentes. Estima que la Municipalidad recurrida incumple lo dispuesto en la Ley número 7600 y su reglamento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de San José, que proceda inmediatamente a girar las medidas necesarias para que se construyan aceras y rampas o se mejoren las existentes, en la comunidad de Hatillo 5, a fin de que a más tardar en el plazo de seis meses, esa comunidad cuente con esos servicios urbanos. CL
MUNICIPALIDAD
17423-06. FALTA DE SEÑALIZACION EN QUEBRADA SABALO EN AGUIRRE. Señala el recurrente que luego del accidente que sufriera el pasado 30 de julio del 2006 al pretender cruzar con su vehículo la quebrada Sábalo en Aguirre, constata que la responsabilidad de dicho accidente es de la Municipalidad, al no existir ningún tipo de señalización vial que indique el peligro, y al no haberse construido un puente o alcantarillado en dicha quebrada. Además alega que con esas omisiones se pone en peligro la vida y seguridad de transeúntes y conductores, pues a pesar de que en varias ocasiones los vecinos de la zona han acudido a la Municipalidad de Aguirre a solicitar una solución, las demandas no han sido atendidas, alegándose falta de presupuesto. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Aguirre, coordinar acciones con el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, a efectos de tomar todas las medidas necesarias para asegurar que el paso de los transeúntes por la Quebrada Sábalo no ponga en peligro la vida de las personas. Medidas provisionales a tomar inmediatamente, luego de comunicada esta resolución y medidas permanentes a tomar a más tardar dentro de los seis meses contados a partir de la comunicación de esta resolución.  Se le ordena a la Contraloría General de la República, no aprobar presupuestos o modificaciones a éstos durante el próximo ejercicio presupuestario provenientes de la Municipalidad de Aguirre, si no incluyen las partidas respectivas para dar cumplimiento a este fallo. CL Parcial
17367-06. MAL ESTADO DE CALLE EN ASERRI. Señala la recurrente que desde hace más de diez años  adquirió una propiedad en Salitrillos de Aserrí, en la cual habita con su familia y que la única vía de acceso al centro de San José y áreas aledañas con Puriscal; sin embargo, por varios años se ha mantenido en mal estado, al punto que es imposible transitar por él a pie, y mucho menos en un vehículo, ni siquiera de doble tracción. Señala que se han presentado un sinnúmero de gestiones, pero  esa  Corporación Local ni siquiera ha adoptado las mínimas previsiones necesarias a efecto de, al menos, hacer medianamente transitable esa vía, y mucho menos repararla o construir un nuevo camino. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Aserrí, que proceda DE INMEDIATO a coordinar las acciones necesarias para solucionar de forma definitiva el problema de inseguridad vial existente en la Calle Palo Blanco en Salitrillos de Aserrí.  CL
16606. REPARACIÓN DE TUBERÍAS MUNICIPALES. Manifiesta que por debajo de su casa pasa una tubería que también atraviesa la propiedad de su vecino. Refiere que este vecino tapó la dicha tubería, lo cual provocó que al llover se perforara el piso de su vivienda. Señala que por la perforación que se le hizo a su piso brota agua maloliente, llena de zancudos y de otra serie de insectos.Se declara con lugar el recurso únicamente respecto de la Municipalidad de Cartago. Se ordena al Alcalde Municipal de Cartago, o a quien ocupe su cargo, que tome las medidas necesarias a fin de que en el plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta resolución inicie las obras tendientes a resolver el problema que acusa el recurrente. CL
16531. PRESUPUESTO. Alega la recurrente que la Municipalidad de San José no ha aprobado el presupuesto para la Comisión de Festejos Populares para la realización de los Festejos Populares de Zapote. RP
16398. AFECTACIÓN A LA SALUD Y PROPIEDADES POR NO CONTRUCCIÓN DE INFRAESTURCTURA. Alega el recurrente que la Municipalidad de San Ramón no concluyó infraestructura de alcantarillado por considerar que se trataba de carretera nacional lo que afectaba los inmuebles por inundaciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de San Ramón, que de inmediato tome las medidas necesarias para solucionar el problema sanitario producto del entubamiento de la Quebrada Gambrinos que afecta al amparado y demás vecinos de la comunidad de San Juan, San Ramón de Alajuela. CL

PENSIONES ALIMENTARIAS

16272-06. APREMIO POR ULTIMAS SEIS MENSUALIDADES. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, número 7654, del 19 de diciembre de 1996. El apremio en pensiones sólo se permite por los últimos seis meses. Se cuestiona la imposición de un plazo, sobre todo, porque se considera que deja sin proteger los derechos de los menores de edad. RF
16254-06. APREMIO POR PENSION ANULADA. Alega el recurrente que el Juzgado recurrido fijó los gastos de embarazo y pensiones retroactivas; no obstante, dicha resolución fue anulada por el superior y aún así se ordenó su apremio. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Vargas, Armijo y Araya salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
PODER EJECUTIVO
16912-06. PUBLICIDAD DEL TLC POR PARTE DEL GOBIERNO. RECUSACION DE MAGISTRADOS. Alega el recurrente el Ministro de Comercio Exterior está utilizando los recursos del Estado para beneficiar intereses particulares de una minoría de la población económicamente poderosa, que persigue la ratificación de un Tratado de Libre Comercio. Afirma que en virtud de que los actuales Magistrados de la Sala Constitucional, han emitido criterios sobre el tema, solicita que sean separados del conocimiento del asunto. Sobre el tema de recusaciones y excusas en materia de jurisdicción constitucional se cita la sentencia 3756-05 y 15712-06, se reitera que sólo cabe la recusación y excusa cuando haya interés directo del funcionario o sus inmediatos parientes en el caso y puntos concretos sometidos a su conocimiento. De igual manera, en este amparo el recurrente reitera sus alegatos contra el Ministerio de Comercio exterior, relacionados con la información que brinda al público el Gobierno Central sobre los beneficios de un Tratado de Libre Comercio, a través de diferentes medios de comunicación, sobre lo que debe estarse el accionante a lo ya resuelto en el amparo que se tramitó en el expediente número 06-012884, el cual se resolvió por sentencia número 2006-015712.  Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Cruz consigna nota. RF. 
PODER JUDICIAL
16273-06. CREACION DE LA JURISDICCION PENAL DE HACIENDA Y LA FUNCION PÚBLICA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 1 y 2 de la Ley de Creación de la Jurisdicción Penal de Hacienda y la Función Pública. La norma se impugna porque el accionante considera que sin justificación alguna, se sustrae de la competencia del juez ordinario (natural) el juzgamiento de ciertos delitos, en razón de la personalidad del imputado, sometiéndosele a una jurisdicción especial, sin que los jueces sean especiales, y sin que sea necesaria esta decisión; que por el mal estado de las vías nacionales, dificultan el ejercicio de la debida defensa, haciéndola onerosa sin causa alguna. Sin embargo, no se estima que se de ninguna de las infracciones constitucionales alegadas, toda vez que no se está sacando de la órbita judicial el conocimiento de este tipo de delitos –como lo alega el accionante–, sino que crea una nueva jurisdicción especializada, en razón del tipo de delitos que conocerá, insertada dentro del Poder Judicial; con lo cual, ejerce la función jurisdiccional, en los términos previstos en el artículo 153 de la Constitución Política. RF
PRIVADOS DE LIBERTAD
16799. CONDICIONES DE SALUD. Alega el recurrente que tienen instalaciones que no se encuentran en óptimas condiciones en CAI La Reforma. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por carencia de agua para consumo humano y para limpieza. En consecuencia, se ordena a al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma y al Administrador del Centro de Atención Institucional La Reforma a tomar las medidas pertinentes a efectos de solucionar inmediatamente el problema de carencia de agua en el Centro Penitenciario la Reforma. Pacial CL

16773. CONDICIONES DE SOBREPOBLACIÓN. Manifiesta que se encuentra privado de libertad en San Sebastián donde existe una sobrepoblación por lo que se le tiene durmiendo en el suelo no obstante sus padecimientos en los pulmones, por lo que estima afecta su derecho a la salud. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional de San José, o a quien ocupe ese cargo, girar de inmediato las órdenes que correspondan y tomar las medidas necesarias para que se ubique al amparado en un lugar donde se preserve su seguridad y pueda contar con una cama donde dormir. CL

16805. TRASLADO PARA CITAS MÉDICAS. Alega el recurrente que no le trasladan para cirugía de cadera. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que realice las diligencias necesarias e inmediatas para que el recurrente reciba la atención médica que requiere en el Servicio de Ortopedia del Hospital México. CL

16620. GESTIÓN DE RECURSO ANTE DEFENSA PÚBLICA. Alega el recurrente que ha solicitado a la Defensa Pública que interpongan un procedimiento de revisión de su caso sin embargo no ha recibido respuesta. Se ha considerado que las actuaciones de la Defensa Pública accionada son insuficientes, no solo por el tiempo dilatado en promoverlas, sino también porque no han  utilizado otros recursos a su disposición para procurar acelerar la solicitud de recurso de revisión pendiente. CL

16409. TRABAJO PRIVADOS DE LIBERTAD. Alega el recurrente que el Ministerio de Justicia y Gracia y la empresa Suttle suscribieron un contrato de trabajo y capacitación, lo que permitiría que varios privados de libertad  realizaran labores en un taller que instaló dicha empresa en el denominado puesto 10 del centro penal recurrido. Aduce que en ese centro penal no existe reglamento interno de trabajo, o bien, los accionados no lo dieron a conocer a los privados de libertad.  Agrega que un personero de la empresa recurrida lo despidió sin justificación alguna. No existió en este caso lesión alguna a los derechos fundamentales del recurrente tutelable mediante la vía del recurso de amparo, toda vez que las autoridades recurridas actuaron según se lo permite la Ley, suspendiendo provisionalmente al petente de su puesto de obrero industrial, previo ejercicio de su derecho de defensa, para posteriormente, el veinticinco de octubre de dos mil seis, remitir el caso al Consejo de Valoración. SL
16192-06. SALUD. TRASLADO A HOSPITAL. Señala el recurrente que en el Centro de Atención Institucional La Reforma, no le dan acceso a un tratamiento para ponerle una prótesis total superior e inferior en sus dientes, que necesita. Acusa que ha perdido las citas médicas en el Departamento de Odontología del Hospital Rafael Calderón Guardia debido a que no había vehículo para transportarlo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, que realice las diligencias necesarias para que el recurrente reciba la atención médica que requiere en el Servicio de Odontología del Hospital Dr. Calderón Guardia. CL 

SERVICIOS PUBLICOS Y SEGUROS

17419-06. PAGO DE INCAPACIDADES POR PARTE DEL INS. Manifiesta el recurrente que fue impactado por un vehículo cuando conducía una motocicleta, quedando inconsciente en el sitio del accidente y siendo luego conducido al Hospital de Ciudad Neily. Manifiesta que a base de mucha insistencia se le ha brindado alguna atención médica por parte del Instituto Nacional de Seguros. Señala que se le otorgaron dos incapacidades; sin embargo, la autoridad recurrida se niega a cancelarle tales incapacidades argumentado que no tiene patrón ni salario fijo, ello a pesar de que el vehículo causante del atropello tiene el seguro obligatorio pero  también la motocicleta que conducía tiene póliza particular por daños a terceros.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, adoptar las medidas necesarias a fin de que se le pague al recurrente el subsidio por incapacidad que le corresponda de conformidad con lo resuelto en esta sentencia. En cuanto a la alegada vulneración al derecho a la salud, se declara sin lugar el recurso. CL
17341-06. RECARGO EN POLIZA DE SEGURO POR ENFERMEDAD. Reclama el recurrente el recargo sobre la prima de póliza de seguro médico de un 25% por padecer de hipertensión arterial dislipidemia y además de excluir de dicha póliza todos los gastos médicos derivados de tratamientos o complicaciones por concepto de hipertensión arterial, dislipidemia, por haberse presentado esas enfermedades con posterioridad a la suscripción del contrato de seguro. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del  Instituto Nacional de Seguros, que en el plazo de quince días contados a partir de la notificación de esta sentencia, proceda a realizar el trámite respectivo que ofrezca al amparado la opción de incrementar la cobertura de gastos médicos a ocho millones de colones por él solicitada, que incluya  los padecimientos directamente relacionados con la hipertensión y dislepidemia con el monto de la prima que se fije según la magnitud de exposición al riesgo que presentan esas enfermedades contraídas antes de la gestión de aumento de la póliza. Asimismo se le ordena, en caso de que no se hubiere ya hecho, gestionar el reintegro a favor del amparado, del porcentaje cobrado de más sobre la cuota por gastos médicos. CL
17340-06. EXCLUSION DE POLIZA DE VIDA POR RAZON DE LA EDAD. Alega el recurrente que el Instituto Nacional de Seguros, lo excluyó de una póliza Colectiva de Vida, por contar con 67 años de edad. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, que emita las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, a efecto de que de forma inmediata se incluya al recurrente en la Póliza de Vida Colectiva del contrato de pensión voluntaria número 75-7039820, cuenta 97039220, suscrito con Interfin Banex OPC S.A. CL
17424-06. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. Alegan las recurrentes que las autoridades recurridas les han negado ilegítimamente el suministro de agua potable en sus casas de habitación, sin que existan de por medio estudios técnicos en los que se sustente esa negativa. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso contra el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena al Jefe de la Asesoría Legal de Sistemas Comunales de la Dirección Jurídica y Apoderado General Judicial del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que tome las medidas de su competencia para que a través de la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Floralia Puriscal dispongan el suministro de agua potable a favor de las recurrentes, mientras se terminen los estudios técnicos de factibilidad hídrica en la zona, los cuales deberán ser finalizados en el plazo máximo de dos meses contados a partir de la notificación de esta sentencia y, a partir de ese momento, se deberá buscar una solución definitiva al requerimiento de suministro de agua potable de las amparadas. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

16774. CONEXIÓN DE AGUA POTABLE. Alega el recurrente que le niegan servicio de agua, porque no existe conexión frente a su casa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados que gire las órdenes que correspondan para que dentro del plazo improrrogable de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución, se conecte y se brinde el servicio de agua potable a la casa del recurrente. CL

16622. SUSPENSIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS POR ARRENDAMIENTO. Alega el recurrente que su arrendante le ha suspendido servicio de agua del inmueble que ocupa en su calidad de inquilino, como medida de presión para el pago de meses adeudados. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se condena a la recurrida al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de la vía civil. Se previene a la demandada que no debe incurrir en actos u omisiones iguales o semejantes a los que dieron mérito para acoger el recurso. CL

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
17013-06. DESAFILIACION. Señala el recurrente que la asociación recurrida le envió un comunicado en el que le indicaba que se había tomado el acuerdo de desafiliarle como asociado activo; sin embargo, en esa oportunidad no se le hizo traslado de cargos, solo una escueta mención de las supuestas causales de desafiliación. Afirma que fue desafiliado sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Asociación de Desarrollo Integral de San Francisco de Agua Caliente, al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de mérito para la presente estimatoria, los cuales se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de la vía civil. CL
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AMBIENTE

17126-06. CORTA DE ÁRBOLES PARA PROYECTO HIDROELÉCTRICO. Acción de Inconstitucionalidad contra los Artículos 19 inciso b) y 34 de la Ley Forestal. Aprobación para la corta de 7.000 árboles de Sixaola a Limón a favor del ICE, para proyecto hidroeléctrico MOIN - CAHUITA, lo que genera mucho daño al ambiente, porque se encuentra en zonas protegidas y se están cortando árboles en  peligro de extinción.  Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional en la sentencia N°2006-17126 de las 15:04 hrs. de 28 de noviembre de 2004, en cuanto declara sin lugar esta acción de inconstitucionalidad, considerándose que los artículos 19 inciso b) y 34 de la Ley Forestal no lesionan el Derecho de la Constitución. Por el contrario, el suscrito Magistrado salva el voto y declara con lugar este asunto, pues a todas luces resulta evidente que las normas impugnadas confieren una autorización a las instituciones públicas para vulnerar el derecho protegido en el artículo 50 de la Constitución Política, que desde ningún punto de vista debe ser soslayado por este Tribunal Constitucional. Lo anterior por cuanto, estas normas facultan a la Administración Forestal del Estado para realizar proyectos de infraestructura, estatales o privados, de conveniencia nacional, sobre proyectos que previamente han sido declarados áreas de protección, y sobre los cuales existe prohibición de corta o eliminación de árboles. Es evidente, entonces, el sin sentido de las normas impugnadas, las cuales configuran un régimen de excepción a la protección contemplada en la Ley Forestal. Por lo expuesto, salvo mi voto y declaro con lugar la acción, declarando inconstitucionales los artículos 19 inciso b) y 34 de la Ley Forestal, Ley N°7575. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA

EXP. 06-013221. 16028-06.  PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA DIPUTADO. Alega el recurrente que en su contra se sigue un procedimiento administrativo, el cual no cumple la normativa aplicable. Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. Voto Salvado del Magistrado Armijo Sancho: Me separo, respetuosamente, de la opinión de la mayoría de la Sala, según la cual el amparo es improcedente, pues, a mi juicio, el asunto debe admitirse a trámite, requiriendo los informes de Ley y dictando sentencia en la cual se conozcan los alegatos de fondo del recurrente. Esto, porque la actividad que despliega la Asamblea Legislativa en torno al actor no es indiscutiblemente política, sino que considero que ofrece, más bien, tintes predominantemente administrativos, categoría de actividad que, como bien es sabido, también se desarrolla a lo interno del órgano parlamentario. La dilucidación del tema, en todo caso, me parece preferible efectuarla en una sentencia que se dicte después de haber investigado con mayor profundidad el punto, mediante la incorporación de los informes y argumentos de las autoridades pertinentes de la Asamblea Legislativa. Por ello es que voto por dar curso el amparo. Ordena dar curso.
BANCARIO

12235-06. NIEGAN APERTURA DE CUENTA DE AHORROS EN BANCO PRIVADO.  Alega el recurrente que a pesar de que ha solicitado en numerosas oportunidades la apertura de una cuenta de débito en el BAC San José, dicha institución se niega sin razón alguna, lo cual le ha ocasionado un serio perjuicio pues fue despedido por su patrono al no poder acceder a la cuenta. Esta Sala ya se ha pronunciado sobre casos similares al planteado por el recurrente, se cita la sentencia 8895-05. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Banco Bac San José S.A. revisar nuevamente la solicitud de apertura de cuenta de ahorros del amparado, tomando en consideración lo indicado en esta sentencia. Los Magistrados Solano y Armijo salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. Voto salvado de los Magistrados Solano y Armijo, redacta el primero:

I. Para nuestro voto desestimatorio, es determinante que el Banco recurrido se negara a abrir una cuenta de débito, con base en informes de su sistema de seguridad interna, que no lo recomendó. Siempre hemos estimado que los bancos, al ejercer una actividad privada, no están obligados a abrir una cuenta corriente, o a celebrar ningún tipo de contrato de los usuales en el ramo, de modo indiscriminado, o con cualquier que lo requiera. Esta actividad, como todas las que ejercen las personas privadas, está amparada por el principio de autonomía de la voluntad, de modo que no se les puede compeler a celebrar o no celebrar un determinado acto.

II. Ahora bien, es cierto que los suscritos Magistrados hemos concurrido en otros momentos y con el pleno de la Sala Constitucional, estimando recursos de amparo en los que se ha denegado la apertura de cuenta de débito, cuando es requerida por motivos laborales, a fin de que el salario del interesado sea acreditado por su patrono, a través de la mediación del banco. Y lo hemos hecho así, porque en esos casos está de por medio el derecho al trabajo y la cuenta de débito se convierte en un instrumento indispensable para el ejercicio de ese derecho, o para mantener un determinado puesto laboral. 

En el presente caso, sin embargo, no está probado y así lo recoge el voto de la mayoría, que haya habido una relación entre la negativa del banco y un despido del recurrente. En ningún momento podemos tener por acreditado que al recurrente se le haya puesto como condición para mantener su puesto de trabajo, la apertura de la cuenta de débito en cuestión.

III. En cuanto a los precedentes que menciona el voto de la mayoría de la Sala, reiteramos que se refiere, como allí mismo se consigna, a aperturas de cuentas bancarias, necesarias para el ejercicio del derecho al trabajo, y no es esa la situación que ahora está resolviendo la Sala, de modo que no se pueden mezclar esos precedentes, vis a vis, con la situación que ahora examinamos.

Así las cosas, nuestro voto es para declarar sin lugar el recurso, como en efecto lo disponemos. CL
COMERCIO

EXP. 06-5614. 15490-06. SANCIONES IMPUESTAS POR SUGEVAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 161 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. Se alega que no se definen conductas sancionables (faltas leves), que puede imponer SUGEVAL, dando con ello amplia discrecionalidad. Deber de conservar documentación mínima relativa a los inversionistas.  Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Mora, Armijo y Abdelnour salvan el voto y disponen darle curso a esta acción. En razón de que estimamos que resulta conveniente que la Sala revise la línea jurisprudencial en que se fundamenta el rechazo por el fondo que se dicta en este expediente, salvamos el voto y disponemos se le de curso a esta acción. Se ordena dar curso
CONTRATOS

14293-06. DESALMACENAJE DE MEDICAMENTOS. Alegan los recurrentes, miembros del Sindicato de la CCSS, que la Empresa ALGEFISSA se niega hacer entrega de los medicamentos que se encuentran almacenados en sus bodegas, lo que pone en riesgo el abastecimiento oportuno de medicamentos, implementos médicos y materias primas de los hospitales y centros médicos de la Seguridad Social. En este caso, la empresa recurrida niega que hayan impedido a la CCSS el retiro y traslado de los medicamentos e implementos. Asimismo, no existe prueba de que con los hechos acusados, se haya lesionado la salud de algún paciente. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Armijo y Araya salvan el voto y declaran con lugar el amparo con sus consecuencias. Redacta el segundo. Los suscritos Magistrados disienten del criterio sostenido por el Tribunal Constitucional en la sentencia N°2006-14293 de las 16:19 hrs. de 26 de septiembre de 2006, en que se consideró que la actuación de los recurridos no lesionó los derechos fundamentales de los pacientes de la Caja Costarricense de Seguro Social. Lo anterior por cuanto, en el caso presente es evidente que la decisión de la empresa recurrida de suspender los servicios de preparación, carga y despacho de los pedidos tramitados por el Departamento de Almacenamiento y Distribución de la Caja Costarricense de Seguro Social, puso en riesgo el abastecimiento oportuno de medicamentos, implementos médicos y materias primas de los hospitales y centros médicos de la Seguridad Social por once o doce días, lo que llevó sus inventarios a un nivel crítico por el consumo casi total del stock. De modo que en el caso presente se configuró una amenaza real, cierta y verificable del derecho a la vida y a la salud de los asegurados de la entidad accionada, que desde ningún punto de vista debe ser soslayada por la Sala Constitucional. Por ese motivo los suscritos Magistrados salvan el voto y declaran con lugar el recurso con las consecuencias de ley.  CL  
EDUCACION

EXP. 11398-06. 15118-06. SUSPENDEN PROCESO EDUCATIVO POR FALTA DE PAGO. Alega el recurrente que el Director de la escuela de sus hijos, le informó que  los menores amparados no podrían recibir lecciones en la institución en el tercer trimestre del curso lectivo 2006. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Armijo salvan el voto y declaran con lugar el recurso. Redacta el segundo: Aunque, en términos generales, estamos de acuerdo con el voto de la mayoría, en el sentido de que tratándose de educación privada, ella no es gratuita y la falta de pago de la contraprestación a cargo de los padres del estudiante, permite a la institución, válidamente, negarse a continuar impartiéndole instrucción, interpretamos la noción de separación intempestiva de forma diversa de nuestros compañeros. Consideramos que interrumpir el proceso educativo durante el curso lectivo, aún si ya ha finalizado una de sus etapas (trimestre, por ejemplo), lesiona el derecho a la educación del estudiante, cuya integración en una nueva institución en ese momento es evidentemente más difícil que al inicio del curso íntegro. Por otra parte, no debe perderse de vista que el Colegio cuenta con los medios que el ordenamiento jurídico pone a disposición de cualquier persona para hacer efectivos los créditos que sus deudores no honren oportunamente, resultando más grave el perjuicio que se causa al educando, que el que podría percibir la institución acreedora. Estimamos, por lo tanto, que la decisión de la Sala debió atemperarse bajo esas consideraciones, por lo cual salvamos el voto, para declarar con lugar el amparo y ordenar que se permita a los menores amparados finalizar el presente curso lectivo.  CL
EXTRANJEROS

EXP. 06-10749. 13880-06. NIEGAN PERMISO MIGRATORIO. Alega la recurrente que las autoridades de Migración se niegan a extender su permanencia legal en el país, pese a que es la posible donadora del riñón que necesita su hermano, el cual sufre de una insuficiencia renal crónica. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso, con sus consecuencias.  Considera que la negativa de las autoridades de la Dirección General de Migración y Extranjería de negarse a conceder las autorizaciones correspondientes para que la tutelada pueda permanecer en el territorio costarricense de modo legal, es injustificada y lesiona los derechos fundamentales de la actora y del amparado, motivo por el cual lo procedente es declarar con lugar el recurso. Las circunstancias del caso, en lugar de haber sido soslayadas por las autoridades recurridas al  momento de resolver las gestiones formuladas por la actora y el tutelado, sin duda justifican que la Dirección accionada adoptara las medidas pertinentes para que la actora pudiera permanecer legalmente en el país, mientras se determina si puede donar ese órgano. Lo anterior, sin embargo, no se hizo en el caso presente, todo lo cual sin duda constituye una situación injustificada que vulnera los derechos fundamentales de la recurrente y el agraviado, en cuanto se les confirió un trato degradante contrario a la dignidad humana. CL
NOTARIADO

EXP. 06-11642. 15773-06. NOTARIOS EN DEPENDENCIAS PÚBLICAS. Señalan los recurrentes que son notarios públicos desde hace tres años y se desempeñan en la División Jurídica del Banco de Costa Rica en donde no existe prohibición para el ejercicio del notariado. Afirman que la Dirección de Notariado publicó un aviso dirigido a todos los notarios públicos que ejercen cargos en cualquier dependencia del Sector Público, indicando que por Ley, todas las personas que ocupan cargos en cualquier dependencia del Sector Público o en la estructuras según modelos organizacionales de derecho privado, no pueden ejercer el notariado y se les otorgó un plazo para entregar sus protocolos bajo apercibimiento de iniciar los respectivos procedimientos de inhabilitación. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso señalando lo siguiente: De acuerdo a lo que he manifestado en anteriores oportunidades (entre otros, expediente #05-15882-0007-CO, sentencia #2006-9564 y expediente #06-002555-0007-CO, sentencia #2006-9037), salvo mi voto, en esta ocasión para ordenar curso el amparo, puesto estimo excesiva la intervención de la Dirección Nacional de Notariado respecto de ciertos funcionarios públicos y su posibilidad de ejercer externamente el notariado. Por ejemplo, en relación con el expediente #06-008515-0007-CO, sentencia #2006-10271 del 19 de julio de 2006, externé las siguientes consideraciones: “Me separo de la posición sostenida por la mayoría de la Sala, según la cual la Dirección Nacional de Notariado inhabilitó válidamente al recurrente, puesto que, a mi juicio, ello se dispuso a partir de una lectura equivocada y restrictiva del Código Notarial, contraria a su derecho al trabajo. Los artículos 4° y 5° del Código mencionado no deben entenderse separadamente, sino que ellos son claros al impedir en el 4° inciso f) ser notario público a quienes ejerzan cargos en cualquier dependencia del sector público en la que se prohíba el ejercicio externo del notariado. El 5°, de su parte, exceptúa de la aplicación del impedimento del 4° inciso f) a los funcionarios designados a plazo fijo, excluidos del Régimen de Servicio Civil y que no gocen de compensación económica por prohibición ni dedicación exclusiva. No se trata de presupuestos de impedimento independientes, sino del establecimiento de una regla y de sus excepciones. Así, si contra el actor no existe una prohibición expresa para ejercer el notariado, no debe entrarse a considerar las peculiaridades de la relación de servicio público que establece el artículo 5°, y mucho menos, para crear, a contrario sensu, prohibiciones adicionales. Por ello, salvo mi voto y estimo el amparo.” Por iguales razones, me aparto en este caso del criterio de la mayoría de la Sala, ordenando dar curso al presente amparo. Ordena dar curso
PENAL

EXP. 06-6556. 15261-06. CONSTITUCION DE TRIBUNALES EN PROCESOS DE PENAL JUVENIL. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 28 y 29 de la Ley Penal Juvenil y el artículo 111 del Ley Orgánica del Poder Judicial. Alega el recurrente que en nuestra legislación se establece que los menores de edad serán juzgados por un solo juez, lo que vulnera el derecho del menor de edad a ser juzgado por un juez imparcial y objetivo, a la hora de juzgarlo por delitos dolosos graves y sancionado para adultos con pena de prisión superior a los seis años, ya que unipersonalmente no habrá una verdadera deliberación, discusión, análisis y votación de todas las pruebas evacuadas en el juicio, así como los alegatos de las partes. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia 2908-97, indicando que el hecho de que en la justicia penal juvenil la etapa de juicio no la celebre un tribunal colegiado en caso de delitos sancionados con pena privativa de libertad superior a tres años, no contradice los artículos 33 y 39 de la Constitución Política.  Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría de la Sala Constitucional en la sentencia N°2006-15261 de las 14:42 hrs. de 18 de octubre de 2006, en cuanto rechaza por el fondo esta acción de inconstitucionalidad, por haberse desestimado en otra ocasión una impugnación similar. Lo anterior por cuanto, el suscrito Magistrado considera que no concurre en el caso presente ninguno de los supuestos contemplados por el artículo 9º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que facultan a este Tribunal Constitucional para rechazar el recurso de manera anticipada. Es claro que la situación impugnada en esta acción de inconstitucionalidad eventualmente puede vulnerar los derechos protegidos en los artículos 33 y 39 de la Constitución Política, en cuanto se permite que sea un juez unipersonal quien resuelva las causas penales que se instauren contra un menor, en lugar de un tribunal colegiado como es el caso de las sentencias de los adultos. Cabe recordar que el rechazo de una acción anterior contra la norma que se impugna en esta oportunidad, en modo alguno veda la posibilidad de promover otras con sustento en otra argumentación, todo lo cual sin duda justifica el trámite de este recurso jurisdiccional. Por lo expuesto, el suscrito Magistrado salva el voto y ordena dar curso a la acción.

PENSION ALIMENTARIA

16254-06. APREMIO POR PENSION ANULADA. Alega el recurrente que el Juzgado recurrido fijó los gastos de embarazo y pensiones retroactivas; no obstante, dicha resolución fue anulada por el superior y aún así se ordenó su apremio. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Vargas, Armijo y Araya salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. Redacta el segundo: Discrepamos del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional en la sentencia N°2006-16254 de las 14:34 hrs. de 8 de noviembre de 2006, considerándose que la actuación de los Órganos Jurisdiccionales recurridos no vulnera el Derecho de la Constitución. Lo anterior por cuanto, en el caso presente se produjo una severa afectación de la libertad personal del tutelado, quien permaneció detenido de manera ilegítima durante varios días hasta el 31 de octubre de 2006, pese a que desde el 19 de octubre de 2006 se había anulado la sentencia en que se sustentaba el apremio corporal decretado al afectado. Esta circunstancia, además de evidenciar una coordinación indebida por parte de los Juzgados recurridos, como ciertamente lo reconoce la mayoría de la Sala, es de tal magnitud que incide, sin duda alguna, sobre la libertad personal del agraviado. Por lo expuesto, los suscritos Magistrados salvan el voto y declaran con lugar el recurso. CL
PROPIEDAD

Exp. 05-8775. 14275-06. SE ORDENA EJECUTAR DESALOJO EN PRECARIO UBICADO EN TERRENO PÚBLICO. Alegan los recurrentes que desde hace más de cuatro años, se ha pretendido el desalojo del precario denominado el Triángulo de la Solidaridad ubicado en San Gabriel de Calle Blancos; sin embargo, no se ha podido ejecutar porque las autoridades recurridas no han hecho nada para ello, especialmente la Comisión Interinstitucional, la cual ha dejado en suspenso el desalojo a pesar de que se trata de un terreno público, sin motivo ni razón aparente alguna, sumiendo a los amparados en un problema grave de salud, ambiental y de seguridad ciudadana por los malos olores, indebida disposición de aguas negras y otros problemas adicionales que trajo consigo la ocupación en precario en cuestión por lo que piden la estimación del recurso y la inmediata ejecución de ese desalojo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, cumplir con la resolución emitida por su despacho número 1813-02-D.M. de las trece horas del trece de mayo del dos mil dos, todo sin perjuicio de la coordinación interministerial que debe existir con el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y el Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos a efecto de solucionar el problema que requieren las personas que habitan en el precario denominado "Triángulo de la Solidaridad" o "Triángulo Solidario". El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional en la sentencia de este recurso de amparo, pues en el caso presente, lejos de discutirse la vulneración de alguno de los derechos consagrados en la Constitución Política, como en los Instrumentos Internacionales en materia de Derechos Humanos aplicables en la República, lo que se pretende es que la Sala Constitucional obligue al Ministerio de Seguridad Pública a ejecutar el desalojo ordenado respecto del precario “Triángulo de la Solidaridad”, situado en San Gabriel de Calle Blancos. Es decir, se trata que la Sala Constitucional vierta pronunciamiento sobre un asunto en el cual goza de discrecionalidad la autoridad recurrida, y en el que no se valora –se repite- la lesión de derechos fundamentales. Ciertamente, aunque en la sentencia N°2005-5593 resolví al igual que la mayoría un asunto similar, este nuevo criterio lo sostengo luego de una mayor reflexión sobre los hechos que motivaron la interposición de este recurso. De ningún modo puedo consentir que la Sala Constitucional asuma responsabilidades o que se arrogue funciones de administración activa, las cuales no están contempladas en la Constitución ni en la Ley de la Jurisdicción Constitucional; tampoco debe el Tribunal Constitucional supervisar el cumplimiento de las instituciones públicas de las funciones que el ordenamiento les asigna. En este sentido, le corresponderá a la autoridad accionada definir en que momento ejecuta el desalojo aludido, bajo la observancia preceptiva de las normas y principios que informan el Derecho de la Constitución. Por lo expuesto, el suscrito Magistrado salva el voto y declara sin lugar el recurso. SL
14275-06. SE ORDENA EJECUTAR DESALOJO EN PRECARIO UBICADO EN TERRENO PÚBLICO. Alegan los recurrentes que desde hace más de cuatro años, se ha pretendido el desalojo del precario denominado el Triángulo de la Solidaridad ubicado en San Gabriel de Calle Blancos; sin embargo, no se ha podido ejecutar porque las autoridades recurridas no han hecho nada para ello, especialmente la Comisión Interinstitucional, la cual ha dejado en suspenso el desalojo a pesar de que se trata de un terreno público, sin motivo ni razón aparente alguna, sumiendo a los amparados en un problema grave de salud, ambiental y de seguridad ciudadana por los malos olores, indebida disposición de aguas negras y otros problemas adicionales que trajo consigo la ocupación en precario en cuestión por lo que piden la estimación del recurso y la inmediata ejecución de ese desalojo. Se declara con lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. Discrepo del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional en la sentencia de este recurso de amparo, pues en el caso presente, lejos de discutirse la vulneración de alguno de los derechos consagrados en la Constitución Política, como en los Instrumentos Internacionales en materia de Derechos Humanos aplicables en la República, lo que se pretende es que la Sala Constitucional obligue al Ministerio de Seguridad Pública a ejecutar el desalojo ordenado respecto del precario “Triángulo de la Solidaridad”, situado en San Gabriel de Calle Blancos. Es decir, se trata que la Sala Constitucional vierta pronunciamiento sobre un asunto en el cual goza de discrecionalidad la autoridad recurrida, y en el que no se valora –se repite- la lesión de derechos fundamentales. Ciertamente, aunque en la sentencia N°2005-5593 resolví al igual que la mayoría un asunto similar, este nuevo criterio lo sostengo luego de una mayor reflexión sobre los hechos que motivaron la interposición de este recurso. De ningún modo puedo consentir que la Sala Constitucional asuma responsabilidades o que se arrogue funciones de administración activa, las cuales no están contempladas en la Constitución ni en la Ley de la Jurisdicción Constitucional; tampoco debe el Tribunal Constitucional supervisar el cumplimiento de las instituciones públicas de las funciones que el ordenamiento les asigna. En este sentido, le corresponderá a la autoridad accionada definir en que momento ejecuta el desalojo aludido, bajo la observancia preceptiva de las normas y principios que informan el Derecho de la Constitución. Por lo expuesto, el suscrito Magistrado salva el voto y declara sin lugar el recurso. SL
TRABAJO

EXP. 04-7769. 15244-06. DESPIDO DE FUNCIONARIA DEL TSE. Alega la recurrente que en 1998 fue nombrada en propiedad como Jefe la Sección de Opciones y Naturalizaciones del Registro Civil, después de haberse sometido a un concurso público. Posteriormente, fue ascendida en propiedad como Oficial Mayor Electoral y ese nombramiento fue prorrogado cada cuatro años hasta el 13-07-2004 cuando, mediante un acto carente de fundamentación, se acordó no reelegirla más en ese puesto. Señala que se le ha indicado que la Asesoría Jurídica del Tribunal se pronunciará sobre los extremos laborales que le corresponden, con lo cual considera que se ha dado un despido implícito que es inconstitucional porque es funcionaria de carrera del Tribunal Supremo de Elecciones, nombrada en propiedad mediante el sistema de concurso y con derecho a la estabilidad laboral, por lo cual, aún cuando no se le reeligió en el puesto de Oficial Mayor Electoral, considera que tiene derecho a la estabilidad laboral que le otorga el artículo 192 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, restitúyase a la amparada en pleno goce de sus derechos conculcados en el puesto de Oficial Mayor Electoral del Tribunal Supremo de Elecciones. Se anula el nombramiento de la persona actualmente en el cargo de Oficial Mayor Electoral adoptado por acuerdo del Tribunal Supremo de Elecciones en sesión número 105-2004 del veintidós de julio del dos mil cuatro con vigencia a partir del dieciséis de agosto del dos mil cuatro. Los Magistrados Vargas, Armijo y Jinesta ponen nota. Redacta el segundo: En congruencia con el voto salvado a la acción de inconstitucionalidad que declaró contrario a la Carta Fundamental el artículo 22 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones (sentencia # 2005-14298 de las 14:57 horas del 19 del 2005), hacemos constar que, en nuestro criterio, no se ha producido infracción alguna que deba tutelarse en la vía de inconstitucionalidad, ni en la de amparo. En efecto, en el voto salvado a la sentencia citada se indicó que es armónico con la Constitución que el legislador declare la exclusión de ciertos puestos públicos del régimen estatutario de ingreso concursal y estabilidad en el cargo. Y que la sustracción de tal régimen del puesto de Oficial Mayor Electoral resultaba razonable. Por otra parte, consideramos que si se sigue la tesis de la mayoría de la Sala de estimar que el cargo debe formar parte de los puestos sujetos al régimen estatutario de la función pública, lo lógico sería que la actora tenga que someterse a la exigencia necesaria para alcanzar la estabilidad que es, al vencimiento del último período por el que fue nombrada, optar por él mediante un concurso público. De lo contrario, la solución que se imparte para este caso concreto resulta contradictoria pues tutela solo parcialmente los principios derivados de los artículos 191 y 192 de la Constitución Política. CL
EXP. 06-12029. 14761-06. INVESTIGACION PRELIMINAR. Alega el recurrente que el Ministerio de Seguridad Pública inició un proceso administrativo en su contra, con base en un informe recabado por la Dirección de Investigaciones Especializadas. Señala que esa investigación preliminar, es nula, pues no sólo se llevó a cabo por órgano no competente sino que además cuando se le entrevistó sobre el tema investigado no se le advirtió de su posibilidad de abstenerse de declarar durante la investigación preliminar, lo que lo colocó en estado de indefensión y convierte al proceso en nulo. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y ordenan darle curso. Con redacción del primero: Aunque respetamos profundamente el criterio vertido por la mayoría, en cuanto declara sin lugar el recurso, salvamos nuestro voto y en consecuencia, declaramos con lugar el recurso por las siguientes razones:  Consideramos que la Administración Pública debe preceptivamente observar los elementos integrantes del debido proceso, incluso en aquellas etapas preparatorias de un procedimiento sancionador, tal y como lo es la investigación preliminar. Si bien, se ha sostenido que estas diligencias de investigación tienen como fin determinar si existe mérito o no para iniciar un procedimiento administrativo, y que por tanto, el momento de la apertura es el procesalmente oportuno para que el funcionario involucrado tenga acceso al expediente, estimamos que éste debe tener acceso a todos aquellos documentos que puedan servir de base para iniciar un procedimiento sancionatorio en su contra, a fin de garantizarle su derecho de defensa.  De esta manera, cuando el posible afectado se entere de su existencia, tenga la facultad de promover todos los elementos de prueba que considere pertinentes para la defensa de sus intereses. El recurrido causó un estado de indefensión al promovente, lesionando los derechos consagrados en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, al no haberle permitido acceder al informe que serviría de base para iniciarle un procedimiento disciplinario. Aunque formalmente el procedimiento en cuestión no había iniciado, el resultado de estas diligencias de investigación podía producir efectos dentro de la esfera jurídica del amparado, y en esa medida, se debió haber garantizado su derecho de defensa y debido proceso. Por lo expuesto, salvamos nuestro voto y declaramos con lugar el recurso, con sus consecuencias. CL
17415-06. CONCURSO DEL SERVICIO CIVIL. Indica la recurrente que la Dirección General de Servicio Civil la excluyó del proceso concursal Nº 05-05, por haber reprobado los test psicométricos a los que fue sometida en dicho procedimiento, evitando así que pueda realizar las demás pruebas, en aras de demostrar su idoneidad para ocupar un cargo. La amparada considera que se ha vulnerado su derecho a la igualdad y derecho a la estabilidad en el empleo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Servicio Civil, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se permita a la amparada, a seguir participando dentro del concurso Nº 05-05, y se evalúen los aspectos académicos y de experiencia de ésta, mediante  los procedimientos establecidos al efecto para el citado concurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso por razones diferentes: Discrepo, respetuosamente, del criterio de mis compañeros, de acuerdo con el cual la prueba psicométrica tiene un mero valor complementario y no puede ser factor de exclusión ab initio en un procedimiento de selección de personal, pues considero que para determinados puestos las características personales que devele una prueba de ese carácter sí pueden resultar concluyentes por sí mismos. Darle un simple valor accesorio le resta toda su importancia como instrumento de escogencia de personal, de modo que si la mayoría de la Sala estima que ella no es fiable para ese propósito lo que debería ordenarse es su supresión, ahorrando, incluso, a la Administración el esfuerzo y costo que significa implementarla. CL
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